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Es evidente que una mala aplicación de la ley o una deficiente defensa técnica por 
parte de un defensor de oficio en un proceso disciplinario o fiscal, puede constituirse 
hasta en la muerte laboral de una persona, con sus terribles consecuencias, 
(sustento, seguridad social, y sostenimiento de una familia entre otras 
implicaciones). Esta puede ser la causa principal o motivación central de esta 
propuesta, por cuanto si el estudiante de consultorio jurídico no tiene un 
conocimiento específico de este tipo de procesos, puede generar en el usuario un 
perjuicio irremediable.  
 
Es por ello, que es imperante analizar la labor que se cumple en el consultorio 
jurídico de la Universidad Libre y el interés porque sus alumnos adquieran los 
conocimientos necesarios para asumir esta clase de responsabilidades, no solo en 
su vida estudiantil, sino en su trasegar profesional.       
 
No cabe duda de la labor tan importante que cumple el consultorio jurídico en 
nuestra sociedad, al servir de “abogado de pobres” como se denomina al estudiante 
de consultorio jurídico, conforme a la Ley 583 de 2000 que regula el funcionamiento 
de los consultorios jurídicos; tampoco se le debe restar importancia a la labor que 
se cumple al servir como defensor de oficio en los procesos disciplinarios y de 
responsabilidad fiscal.  
 
Aunque esta labor está reservada para problemas de menor cuantía, dada la 
capacidad y falta de experiencia del estudiante, no por ello dejan de ser 
trascendentes en la vida de un usuario y mucho menos en los procesos 
disciplinarios y de responsabilidad fiscal donde no hay limitaciones frente a la 
cuantía de los procesos.  
 
El Consultorio Jurídico tiene como misión fundamental facilitar el acceso a la justicia 
a las personas y grupos más vulnerables de la población, propendiendo por la 
salvaguarda y defensa técnica de sus derechos, fortaleciendo el conocimiento y 
destrezas de los estudiantes en la práctica del derecho, de conformidad con los 
cánones de la profesión. 
 
Los procesos de altas cuantías o de graves consecuencias, cuando se trata de 
responsabilidad fiscal o procesos disciplinarios, deben ser entendidos de otra 
manera, no se trata de facilitarle la defensa a una persona de escasos recursos, 
como es la pretensión inicial de la ley, sino de hacerle un favor al Estado, al 
permitirle continuar con esta clase de procesos, ante la reticencia de los 
investigados de acudir o enfrentar sus propios procesos. La imposibilidad de 
adelantar estos procesos por la no comparecencia de sus investigados puede 
convertirse fácilmente en una caducidad o prescripción generando de esta manera 
los más altos índices de impunidad, por lo que el defensor de oficio creado por la 
Ley también cumple una función trascendental en materia de función social. 
 
En lo que respecta a los antecedentes existe un amplio consenso en la reciente 
literatura sobre el tema.  
 
A nivel internacional, en España se encuentra que el Derecho Disciplinario hace 
parte del proceso administrativo establecido taxativamente para determinados 
sujetos disciplinables, es decir, no se hace de manera general a los servidores 
públicos. La etapa de instrucción es adelantada por una entidad y la de juzgamiento 
e imposición de sanción por un cuerpo colegiado. 
 
En argentina el derecho disciplinario cuenta con los principios elementales del 
derecho disciplinario que se manejan en Colombia y puede verse en las 
legislaciones disciplinarias de varios países de Latinoamérica también, se entiende 
desde los fines deontológicos de la norma que, el derecho sancionatorio de los 
servidores públicos existe para lograr los fines del estado, de ese modo los 
principios en su aplicación han permitido la prevención de actos como el exceso de 
punición por parte del agente sancionador así como la extensión de la acción 
disciplinaria a particulares que ya no reviste la calidad de servidor público en el 
entendido de que, se tiene en cuenta el momento en que se comete la acción donde 
se tenía dicha calidad. 
 
En México los tribunales administrativos han desarrollado en las últimas décadas 
un avance mayor en materia de control de juridicidad amplio por parte de los jueces, 
lo cual permite colocarse como un ejemplo internacional en materia de aplicación 
de la imparcialidad y acceso a la administración de justicia con garantías. 
 
En Costa Rica el derecho disciplinario hoy en día  se desarrolla con base en unos  
principios mínimos,  en pro de establecer un régimen disciplinario que propenda por 
la justicia material y sustancial los cuales son, el principio non bis in ídem, el principio 
de tipicidad, legalidad, irretroactividad y en principio el derecho al debido proceso 
en el cual, el precedente judicial de dicho país se ha dejado en claro que,  para un 
debido procedimiento deben protegerse unos derechos como: ´´el derecho a la 
notificación al interesado de los características y fines del proceso, el derecho a ser 
oído y a tener la oportunidad de dar argumentos y solicitar pruebas, el derecho a la 
defensa y a la asistencia jurídica así como defensa por parte de un abogado, a 
presentar alegatos y al derecho a recurrir cuando lo requiera, esto aplicado a todas 
las actuaciones de índole administrativo1. 
 
                                                          
1OBANDO LEÓN Francisco J. El Derecho Administrativo Sancionador y su proyección en el 
Ordenamiento Jurídico costarricense. En línea: http://colegiodederechodisciplinario.com/fol.html 
(citado el 06 de diciembre de 2016). 
Para Carlos Adolfo Prieto Monroy, el debido proceso en el proceso fiscal hace 
referencia a: “un precepto de orden constitucional, en tanto marca el derrotero de 
un ejercicio de la Jurisdicción adecuada al fin del Estado encarnado en la justicia 
como bien común. Por esto, es menester detenernos en el concepto del debido 
proceso como tal. Debido, en una primera acepción, es lo que se debe, lo que un 
sujeto debe a otro, en términos de prestación. Así pues, debido es lo que es 
adecuado para hacer algo, y, como adecuado es lo conforme con un principio, 
debido es el proceder conforme con uno o unos principios.”2 
 
Para la corte Interamericana de Derechos Humanos citada por Graciela Ruocco 
“conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales a efecto 
de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus 
derechos ante cualquier (…) acto del Estado que pueda afectarlos. Es decir, 
cualquier actuación u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea 
administrativo sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el debido proceso legal”3 
  
A nivel Nacional, el fin del derecho disciplinario, es el garantizar que la función 
pública se haga efectiva a través de sus funcionarios públicos, garantizando que 
principios y fines del Estado se cumplan tal y como están señalados en la 
Constitución y la Ley.  
 
Para Barreto “El Procedimiento Disciplinario es una garantía fundamental en el 
Estado de Derecho. Se materializa en una serie de actos y tareas que tienden a 
determinar la existencia de faltas de servicio e incumplimientos de parte de los 
funcionarios públicos. También obra, como se dijo, como una garantía fundamental 
para que los empleados estatales no sean perseguidos con arbitrariedad por los 
jefe4. 
                                                          
2 PRIETO MONROY, Carlos Adolfo. El proceso y el debido proceso. En: VNIVERSITAS. p. 811-823 
3 CIDH - Opinión Consultiva OC-18 – párrafo 123 citada por: Gruocco Graciela. El principio del 
"debido proceso" en el procedimiento disciplinario, con énfasis en la prueba. En: SEMINARIO 
ÉTICA, DERECHOS HUMANOS Y ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. 
4 BARRETO R. José Vicente. Constitución Política De Colombia, artículo 29. Trigésima primera ed. 
Bogotá D.C. Colombia: Legis, 2014. ISBN 97895876709431  
 En síntesis, el proceso disciplinario es un conjunto de pasos ante una autoridad 
judicial o jurisdiccional que se encarga del juzgamiento de quienes se presume han 
cometido una falta disciplinaria consagrada en la norma, por lo que es una garantía 
del estado en la creación de mecanismos que permiten que los funcionarios 
respondan por el no cumplimiento de sus deberes y obligaciones en el marco de la 
sujeción especial a la que están sujetos, todo dentro del amparo del respeto al 
debido proceso a fin de que se impida la arbitrariedad del Estado. 
 
A nivel local, desde la perspectiva de los tratadistas Carlos Arturo Gómez Pavajeau 
y Esiquio Manuel Sánchez Herrera, el proceso inquisitivo tiene a diferencia del 
proceso acusatorio tres aspectos importantes que son: la intervención del juez como 
parte y la separación de las funciones de juzgamiento e investigación, en 
concordancia se colige que el proceso disciplinario es de clara tendencia inquisitiva 
por lo siguiente:  
 
No hay diferencia entre las funciones de juzgamiento e investigación,  ya que “es el 
mismo funcionario que adelanta todo el proceso desde que recibe la noticia criminis 
hasta que concluye con la decisión definitiva”5. Por otra parte, el operador 
disciplinario se contamina o parcializa desde un principio, pues intervine en todo el 
proceso probatorio, desde el decreto de las pruebas, hasta la valoración definitiva 
para argumentar el pliego de cargos.  
 
De acuerdo al concepto de Graciela Roucco: ´´El ejercicio efectivo del debido 
proceso en procesos fiscales y disciplinarios es una regla de justicia y también de 
buena administración, en la medida que implica y asegura un más acabado 
conocimiento y valoración de los hechos sobre los cuales se ha de resolver, por lo 
tanto, una más objetiva y mejor decisión. Un procedimiento leal y justo en que se 
                                                          
 
5 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo y SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Lecciones De 
Derecho Disciplinario   Volumen IV. primera ed. Bogotá D.C., Colombia: Imprenta Nacional de 
Colombia, 2007. ISBN ISBN 978-958-8295-57-2 
respete integralmente el derecho de los individuos y grupos, a ser oídos y a producir 
prueba así como controlar la de la Administración, coadyuva a la eficacia política y 
a la legitimidad del ejercicio del poder”6 
Para abordar esta investigación se partirá de la situación problémica donde se 
evidencian las deficiencias que demuestran los estudiantes cuando se ven 
abocados como defensores de oficio; para ello se realizó una encuesta de entrada 
donde se indaga sobre el conocimiento que tienen los estudiantes acerca de las 
generalidades en los procesos de responsabilidad disciplinaria y fiscal que 
posiblemente lleguen a asumir en su práctica. (Ver anexo A) 
 
¿Están o no capacitados los estudiantes para asumir este tipo de procesos? Este, 
entre otros interrogantes surgen al plantear que dichos procesos constituyen un 
problema para los estudiantes por su presunto “desconocimiento”, sin embargo, es 
ese, el objeto principal de la investigación, a fin de brindarles una herramienta que 
sea de utilidad tanto para maestros como para los mismos discentes en el ejercicio 
de su práctica. 
 
Son varios los aspectos a mejorar en la prestación del servicio jurídico, en lo 
relacionado con los procesos disciplinarios y de responsabilidad fiscal.  Uno de los 
más importantes, tiene que ver con el conocimiento de los estudiantes sobre los 
mismos, pero ¿cómo hacer para que ellos adquieran estos conocimientos? 
 
Lo más lógico sería a través de la cátedra; sin embargo, frente a este proceso lógico 
nos enfrentamos a dos dificultades sustanciales. De una parte, el rol que existía en 
el consultorio jurídico denominado práctica forense, fue suprimido desde el año 
2006, toda vez que se consideró que por tratarse de una práctica debería enseñarse 
en las asignaturas de derecho procesal, y fue así como se impartió la orientación a 
los responsables de dichas materias para que se les dedicaran unas horas de 
práctica en las cátedras de derecho procesal.  
                                                          
6 GRUOCCO Graciela. El principio del "debido proceso" en el procedimiento disciplinario, con énfasis 
en la prueba. En: SEMINARIO ÉTICA, DERECHOS HUMANOS Y ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 
51. 
 He aquí el primer inconveniente, pues si bien es cierto, estos conocimientos 
prácticos deberían ser impartidos en la cátedra de derecho procesal administrativo, 
los procesos objeto de estudio, no son precisamente unos procesos contenciosos 
administrativos, a pesar de su rigor jurídico, por lo que escaparían a dicha práctica   
 
Otro de los inconvenientes seria, el diseño del programa académico, pues como lo 
vimos anteriormente, las áreas de derecho procesal son a partir del cuarto año y el 
consultorio jurídico se ve justamente a partir de este año, generando así, una 
dificultad mayúscula al pretender que los estudiantes operen o pongan en práctica 
un conocimiento que no han adquirido. 
 
La pregunta problémica se plantea en los siguientes términos: ¿Qué estrategia se 
puede implementar para el fortalecimiento de los estudiantes de consultorio jurídico 
de la Universidad Libre en el manejo de procesos de responsabilidad fiscal y 
disciplinaria? Concomitante con lo anterior la hipótesis se plantea de la siguiente 
manera: Si se formula y se implementa una estrategia donde se prepare a los 
estudiantes de consultorio jurídico de la Universidad Libre en el manejo de procesos 
de responsabilidad fiscal y disciplinario se puede fortalecer el trabajo de los 
estudiantes en los procesos de este tipo y, se puede lograr el mejoramiento en la 
prestación del servicio jurídico. 
 
En concordancia con lo anterior el objeto de estudio se circunscribe a la 
responsabilidad de los estudiantes a la hora de desempeñar sus labores y su 
defensa frente a la acometida de uno de estos procesos. En el mismo sentido el 
campo de investigación se concentrará en lo que tiene que ver con el 
funcionamiento del consultorio jurídico de la Universidad Libre, en términos de 
procesos fiscales y disciplinarios. 
 
La presente investigación se justifica  por la  importancia que reviste el  brindarle,  
tanto a estudiantes como a docentes, una herramienta eficaz para fortalecer el 
manejo de los procesos disciplinarios como de responsabilidad fiscal, mejorando de 
esta manera la atención en esta área del derecho público, no olvidemos que para 
que un alumno tome posesión del cargo para defensor de oficio, cuenta con un 
término de tres (3) días, en virtud a que las entidades interesadas en contar con los 
servicios de un estudiante de consultorio para defensores de oficio,  lo solicitan a 
tres o cuatro universidades, convirtiendo ese término en una carrera donde muchas 
veces el estudiante no compite por el desconocimiento que tiene del tema.  
 
Este desistimiento tácito, ocurre con frecuencia por el desconocimiento que se tiene 
del tema, no es claro para el estudiante su función como defensor de oficio, ni 
tampoco le resulta claro que el favor o función que desarrolla como defensor de 
oficio no es en favor directamente de la persona que va a representar, si no que la 
función social, la está ejerciendo en favor del estado. 
 
Como Objetivo general se tiene: Diseñar e implementar una propuesta, que busque 
el fortalecimiento de los estudiantes de consultorio jurídico de la Universidad Libre 
en el manejo de procesos de responsabilidad fiscal y disciplinaria. 
  
Para ello se plantean los siguientes objetivos específicos:  
1. Diseñar una propuesta que busque fortalecer en los estudiantes de 
consultorio jurídico de la Universidad Libre el manejo de los procesos disciplinarios 
como de responsabilidad fiscal, mejorando de esta manera la atención en esta área 
del derecho público. 
2. Implementar una propuesta que busque fortalecer en los estudiantes de 
consultorio jurídico de la Universidad Libre el manejo de los procesos disciplinarios 
como de responsabilidad fiscal, mejorando de esta manera la atención en esta área 
del derecho público  
3. Evaluar la pertinencia de la propuesta que busca fortalecer en los estudiantes 
de consultorio jurídico de la Universidad Libre el manejo de los procesos 
disciplinarios como de responsabilidad fiscal, mejorando de esta manera la atención 
en esta área del derecho público. 
 En este orden de ideas, se trazaron las siguientes tareas científicas con la finalidad 
de dar respuesta a la pregunta ya expuesta: 
 
OBJETIVO TAREAS METODOLOGÍA 
1. Diseñar una 
propuesta que busque 
fortalecer el manejo de 
procesos de 
responsabilidad fiscal y 
disciplinario en el 
consultorio jurídico de la 
Universidad Libre 
Diseño de acciones y actividades 
que permitan orientar de manera 
efectiva actividades de 
mejoramiento con la finalidad de 
incidir en el fortalecimiento y 
manejo de procesos de 
responsabilidad fiscal y disciplinario 




2. Implementar  una 
propuesta que busque 
fortalecer manejo de 
procesos de 
responsabilidad fiscal y 
disciplinario en el 
consultorio jurídico de la 
Universidad Libre 
Implementación de la propuesta I.A. 
La propuesta se 
implementa con la 
participación activa 
de todos los 
docentes 
3. Evaluar  la 
pertinencia de la 
propuesta que busca 
fortalecer manejo de 
procesos de 
responsabilidad fiscal y 
disciplinario en el 
consultorio jurídico de la 
Universidad Libre. 
Valoración de cada una de las 
etapas de la propuesta que 
permitan incidir en el fortalecimiento 
y manejo de procesos de 
responsabilidad fiscal y disciplinario 
en el consultorio jurídico de la 
Universidad Libre. Validación de la 
propuesta por la metodología de 





Tabla 1 Tareas científicas 
Fuente: El autor de la investigación 
 
En la tabla N° 1 presenta en forma concreta la forma cómo se va a desarrollar la 
propuesta investigativa,  los objetivos propuestos en el trabajo de investigación, las 
correspondientes tareas a realizar y la metodología para cada una de ellas. 
 
Este ejercicio investigativo se apoyó en el tipo de investigación cualitativa y 
cuantitativa  que está orientada al estudio de la compleja realidad social, es decir la 
investigación es de carácter mixto entre lo cuantitativo y lo cualitativo donde la 
finalidad es  obtener una visión más completa del fenómeno;  con el enfoque de 
investigación acción  ya que pretende comprender e interpretar las prácticas 
sociales para cambiarlas y mejorarlas, al considerar a las personas como sujetos 
activos del proceso. 
La Investigación – acción que conlleva a la reflexión sobre un área problemática, la 
planeación y la ejecución de acciones alternativas para mejorar la situación 
problemática, y la evaluación de resultados. Aquí el maestro investigador es 
protagonista de primer orden en la formulación, desarrollo y evaluación de su 
proyecto.  
 
Los antecedentes teóricos de la I-A pueden situarse en el advenimiento del método 
de investigación-acción propuesta por el sicólogo social Kurt Lewin7 en la década 
del 40, Lewin concibió este tipo de investigación como la emprendida por personas, 
grupos o comunidades que llevan a cabo una actividad colectiva en bien de todos, 
consistente en una práctica reflexiva social en la que interactúan la teoría y la 
práctica con miras a establecer cambios apropiados en la situación estudiada. De 
acuerdo con éste autor el proceso está integrado por cuatro fases interrelacionadas: 
Planificación, acción, observación y Reflexión, como lo explica la siguiente 
ilustración:  
                                                          
7 Kurt Lewin, psicólogo polaco nacionalizado estadounidense. Nació el 9 de septiembre de 1890 en 
la ciudad de Moglino en la provincia de Poznań (Polonia). Se interesó en la investigación de la 
psicología de los grupos y las relaciones interpersonales. Estudió medicina en Friburgo de Brisgovia 
y biología en Múnich y se doctoró en filosofía por la Universidad Berlín en 1916. 
  
Ilustración 1 La investigación - acción como mejoramiento continuo 
Fuente: El autor de la investigación 
El término "investigación acción" proviene del autor Kurt Lewis y fue utilizado por 
primera vez en 1944. describía una forma de investigación que podía ligar el 
enfoque experimental de la ciencia social con programas de acción social que 
respondiera a los problemas sociales principales de entonces. Mediante la 
investigación – acción, Lewis argumentaba que se podía lograr en forma 
simultáneas avances teóricos y cambios sociales. 
 
El termino investigación-acción hace referencia a una amplia gama de estrategias 
realizadas para mejorar el sistema educativo y social. Existen diversas definiciones 







Mejorar y/o transformar 
la práctica social y/o 
educativa, a la vez que 
procurara una mejos 
comrensión de dicha 
práctica. 
Arfticular de manera 
permanente la 
investigaión, la acción y 
la formación
Acercarse a la realidad: 
Vinculando el cambio y 
el conoicmiento
Es una una intervención 
en la práctica 
profesional con la 
intención de ocasionar 
una mejora
Elliott, el principal representante de la investigación-acción desde un enfoque 
interpretativo define la investigación-acción en 1993 como un estudio de una 
situación social con el fin de mejorar la calidad de la acción dentro de la misma. La 
entiende como una reflexión sobre las acciones humanas y las situaciones sociales 
vividas por el profesorado que tiene como objetivo ampliar la comprensión 
(diagnóstico) de los docentes de sus problemas prácticos. Las acciones van 
encaminadas a modificar la situación una vez que se logre una comprensión más 
profunda de los problemas. 
 
Es pertinente para el objeto de estudio que nos ocupa en este trabajo acudir a la 
investigación acción, por cuanto esta se presenta generalmente orientada hacia el 
campo educativo, siendo el tipo de investigación más adecuado para fomentar la 
calidad de la enseñanza por cuanto pretende mejorar la práctica, demanda 
participación de los sujetos en este proceso, exige una participación grupal en la 
que los sujetos implicados colaboran con las fases del proceso de investigación. 
 
La Observación Participante: Esta técnica consiste en compartir las actividades de 
la vida y los intereses y afectos de un grupo de personas, es este caso manejo de 
procesos de responsabilidad fiscal y disciplinario por parte de los estudiantes de 
consultorio jurídico de la Universidad Libre. 
 
La entrevista: Es una formulación de preguntas que permite coleccionar datos sobre 
este aspecto concreto, así como la opinión del/a entrevistado/a”8. La entrevista se 
define en general como un dialogo, como un proceso de comunicación  
 
El autor de este proyecto de investigación espera indagar sobre el manejo de los 
procesos disciplinarios como de responsabilidad fiscal, mejorando de esta manera 
la atención en esta área del derecho público, en aras de aportar elementos útiles 
para el óptimo funcionamiento del Consultorio Jurídico de la Universidad, todo ello 
                                                          
8 Tecnicas De Investigación Cualitativa. En Investigación Social. 
http://www.monografias.com/trabajos95/investigacioncualitativa/investigacioncualitativa2.shtml. 
Consultado el 8 de marzo de 2017. 
mediante el cumplimiento de los objetivos propuestos en este trabajo. De la misma 
manera presentar un documento donde se resuman los aportes hechos. 
Se espera igualmente que la comunidad académica conozca y se beneficie del 
aporte hecho en este trabajo mediante la publicación de un informe final. 
 
Se contextualiza la investigación en la Universidad Libre, sede Bosque Popular. 
 
La población que se consideró en esta investigación en primera instancia, 85 
estudiantes, practicantes de último año en el Consultorio Jurídico de la Universidad 
Libre 
 
Para la muestra estimada de manera aleatoria simple se eligen 26 miembros 
estudiantes, practicantes de último año en el Consultorio Jurídico de la Universidad 
Libre quienes contestaron una encuesta inicial para determinar la percepción 
general de su desempeño en relación a procesos fiscales y disciplinarios  
 
Para el desarrollo del proyecto se utilizaron diversos instrumentos de recolección 
de información como es la técnica de grupo focal, con la finalidad de diagnosticar y 
describir la problématica frente a la cual se llevó a cabo  la investigación; también 
se trabajó por medio de la observación y finalmente se aplicaron dos encuestas, 
una inicial que  permitió realizar una descripción de la situación de manejo de 
procesos de responsabilidad fiscal y disciplinario en el consultorio jurídico de la 
universidad Libre la obtención de datos. Y una segunda encuesta, luego de 
aplicados los talleres, que permitió analizar el impacto obtenido. 
 
En la encuesta se concretaron en una serie de ítems, que permitieron medir las 
categorías de: I. Conocimiento de las leyes II. Conocimiento de procesos y III. 
Actuación en procesos; por medio de preguntas elaboradas específicamente a los 
estudiantes de consultorio Jurídico.  Por el tipo de investigación desarrollada y en 
base a la teoría de los instrumentos de recolección de datos, se consideró 
pertinente aplicar una encuesta que permitió la caracterización. 
 La encuesta facilitó la obtención de datos mediante un conjunto de preguntas 
dirigidas a la muestra seleccionada objeto de estudio; así se tiene el conocimiento 
de situaciones específicas que ayudarán a consolidar los resultados finales. En la 
presente investigación, los estudiantes de derecho pertenecientes al Consultorio 
Jurídico fueron los agentes encargados de dar respuesta a las encuestas 
propuestas en el 2016, para realizar el diagnóstico sobre la realidad que atraviesa 
esta institución y cómo la problemática ya descrita, existente pueden afectar el 
resultado de los procesos que allí se encomiendan. En el mismo sentido, en el 2017 
se realiza una segunda encuesta, a los participantes en los talleres, después de la 
implementación de la propuesta docentes se evaluó el impacto de la propuesta y la 
pertinencia. Igualmente se aplicó un instrumento para evaluar la propuesta por 
expertos, que contenía ítems como Claridad de la propuesta, pertinencia, viabilidad, 
entre otros. 
La estadística aplicada a la investigación, dio cuenta del proceso que se realizó al 
reunir y procesar información referente a la experiencia investigada. A través de 
ella se recolectaron datos numéricos relativos al problema planteado, permitiendo 
obtener conclusiones a partir de comparaciones y otros análisis para efectuar 
decisiones lógicas basadas en dichos análisis.  
 
Lo habitual en un proceso de Investigación Acción Participación es que existan 
fuentes de información, útiles en la contextualización del tema o en la recolección 
de experiencias previas que, entre otras, sirvan de aprendizaje.  
 
La realización de este estudio presenta una novedad científica en la medida que a 
la fecha el Consultorio Jurídico de la Universidad Libre, carece de una propuesta 
que permita incidir en el fortalecimiento para el manejo de procesos de 
responsabilidad fiscal y disciplinario en el consultorio jurídico. 
 
Se considera que este trabajo investigativo es de gran relevancia social. Por cuanto 
no se han realizado estudios referentes al tema en la institución mencionada y no 
se han encontrado aportes significativos, para solucionar el problema planteado en 
la institución. En este proyecto particularmente el reto surge de la necesidad de 
explicar y dar solución a situaciones que afecten para el manejo de procesos de 
responsabilidad fiscal y disciplinario en el consultorio jurídico de la Universidad Libre  
 
CAPÍTULO 1 MARCO TEÓRICO CONCEPTUAL Y MARCO LEGAL 
1. REFERENTES CONCEPTUALES CONSULTORIO JURÍDICO 
 
Hablar del consultorio jurídico y el centro de conciliación en el ámbito universitario, 
nos remite inexorablemente al matiz que les otorgó el Decreto Ley 196 de 1971, la 
Ley 583 de 2000, la Ley 446 de 1998 y la Ley 640 de 2001, cuando establecen las 
primeras, la incorporación obligatoria del Consultorio Jurídico dentro de la malla 
curricular de los programas de derecho, y autorizan las segundas, a los consultorios 
jurídicos de Facultades de Derecho la creación de centros de conciliación para llevar 
a cabo transacciones, desistimientos y conciliaciones. Así, el consultorio jurídico y 
centro de conciliación de Universidad, se convierte en un espacio de respaldo al 
acceso y a la administración de justicia, en términos de inclusión social. 
 
La calidad de abogados de pobres que ostentan los estudiantes de derecho en sus 
prácticas de consultorio jurídico por mandato del art. 1º. de la Ley 583 de 2000, 
constituye una especie de vocación social que viene impuesta por el legislador 
desde hace 40 años, inicialmente por el Decreto 196 de 1971, artículo 30, el cual 
posteriormente fue reformado por la Ley 583 de 2000, norma ésta que hizo aún más 
explícito el mencionado mandato. Dicha calidad contiene un énfasis social que está 
en perfecta consonancia con el carácter de servicio social y proyección social que 
en las instituciones universitarias tienen las prácticas, circunstancia que hace que 
esta directiva legal haya sido aceptada con beneplácito por las instituciones 
universitarias. No obstante “la concurrencia de ambos factores, la aplicación de 
dicha norma en el entorno educativo del siglo XXI no es tan sencilla y pacífica como 
pudo ser en 1971, pues el contexto constitucional, legal y social que rodea el trabajo 
de los consultorios jurídicos hoy, no es el mismo que inspiró su imposición hace 
cuatro décadas. La sola expedición de una nueva carta constitucional es argumento 
más que suficiente para someter a examen dicha disposición, no solo con el fin de 
controvertirlo ante la jurisdicción constitucional, sino con el fin de precisar la 
conveniencia jurídica de ese acento social”9.  
 
Finalmente, mientras el texto de la Ley 583 de 2000 se limita a imponer un énfasis 
social a las actividades litigiosas, precisando los procesos que pueden tramitar los 
estudiantes de derecho en sus prácticas, que es muy claro, no obstante esto, ese 
énfasis social se ha irrigado a todo el trabajo académico que compone las prácticas 
de los estudiantes, fenómeno que aunque no se puede atribuir en forma precisa a 
dicha Ley, sí ha logrado que para la academia y la judicatura hoy ese contenido 
social de las prácticas sea un mandato casi forzoso, signando todo el quehacer 
académico de las prácticas, imponiendo un cariz social que tiene consecuencias 
pedagógicas, en la medida en que irrumpe en aspectos pedagógicos y didácticos 
que la Ley no regula, al punto de excluir algunos contenidos didácticos por su 
aparente trasgresión de la prohibición. Mediante este escrito se intentará cuestionar 
la interpretación que una parte de la academia da a esa obligatoria vocación social 
de las prácticas, al extenderla a toda actividad práctica de los consultorios jurídicos, 
objetivo que se abordará no solo desde el punto de vista jurídico-constitucional, sino 
también pedagógico, con el fin de sentar las bases para un reenfoque del tema. 
Desde el punto de vista metodológico, este trabajo se inscribe en el grupo de 
investigación de lege data, conforme a los lineamientos de Courtis, pues “su punto 
de partida es la identificación de un problema de interpretación del art. 30 del 
Decreto 196 de 1971, reformado por la Ley 583 de 2000, consistente en que a dicha 
norma se le atribuye una capacidad regulatoria que no tiene, a consecuencia de lo 
cual se extiende su ámbito de aplicación a problemas ajenos a su contenido. Otra 
parte del problema radica en la inconstitucionalidad e inconveniencia pedagógica 
                                                          
9 VELÁSQUEZ POSADA, H. Revista FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTICAS. Vol. 42, 
No. 116. 2012 
de la obligatoria función social de las prácticas de los estudiantes de derecho, 
impuesta por dichas normas”. 10 
 
La obligatoriedad legal de tener en las universidades consultorio jurídico, lleva 
implícito un propósito colectivo, ojalá en el mediano plazo: el cambio de un plan de 
estudios asignatural (como hasta ahora viene siendo en todas las facultades de 
derecho del país) a uno competencial, donde se valoren más que contenidos, los 
proyectos éticos de vida de cada uno de los actores. El consultorio jurídico como 
asignatura práctica permite este desarrollo y puede ser el reflejo de lo que en los 
demás módulos que componen el plan de estudios de los distintos programas de 
derecho del país se puede implementar, pues desde éste estamos llamados a 
valorar conocimientos, habilidades y actitudes del estudiante, para lo cual se hace 
necesario identificar e implementar estrategias didácticas que permitan la siguiente 
articulación desde el sujeto: 3 Saber conocer - Saber hacer - para poder ser dentro 
de contexto.  
 
Para la Universidad Libre el Consultorio Jurídico es una asignatura del plan de 
estudios de las Facultades de Derecho, que se desarrolla de conformidad con las 
normas vigentes. sus objetivos son: a. Formar en el estudiante una conciencia 
crítica constructiva para el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus 
deberes, con fundamento en la función social de la educación; b. Buscar la 
formación de profesionales en todas las áreas del conocimiento, que sobresalgan 
por la entereza moral, excelencia académica, amor al estudio y la investigación, 
decisión de luchar en defensa de la democracia, la libertad y la dignidad del hombre 
y, por tanto, personas tolerantes, respetuosas de las creencias y derechos de los 
demás; c. Prestar asistencia jurídica gratuita a personas de escasos recursos 
económicos; d. Recomendar la celebración de convenios con entidades públicas, 
empresas privadas, organizaciones no gubernamentales, representaciones 
diplomáticas de países extranjeros, Cámaras de Comercio, organizaciones 
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sindicales y juntas de acción comunal, que sirvan 2 para el desarrollo institucional 
del Consultorio Jurídico;  
 
Son estudiantes adscritos al Consultorio Jurídico los alumnos que registren la 
asignatura prevista en el plan de estudios, y hayan cumplido con los requisitos 
internos que señala este reglamento. Los estudiantes del Consultorio Jurídico tienen 
los siguientes derechos además de los establecidos en el artículo 36 del 
Reglamento Estudiantil: a) Obtener las correspondientes certificaciones que los 
acreditan como miembros activos del Consultorio Jurídico; dentro de los dos días 
hábiles siguientes a la fecha de reparto del proceso asignado. 
 
Los estudiantes del Consultorio Jurídico tienen los siguientes derechos además de 
los establecidos en el artículo 37 del Reglamento Estudiantil: a.) Inscribirse en el 
Consultorio Jurídico dentro del término fijado en el plan calendario; b.) Atender al 
público y permanecer en las sedes durante los turnos establecidos; c.) Diligenciar 
debidamente las entrevistas en los casos de competencia del Consultorio Jurídico, 
bajo estricta supervisión del profesor de turno; d.) Asumir el conocimiento del caso 
asignado, en forma diligente y ordenada, en coordinación con el interesado, para 
obtener todos los datos y pruebas pertinentes para la gestión encomendada; 3 e.) 
Impulsar y tramitar eficientemente los procesos asignados con estricta observancia 
de la ética profesional; Bajo la asesoría del profesor asesor. f.) Llevar la historia de 
los procesos en sus correspondientes carpetas, las que permanecerán en la oficina 
jurídica del consultorio; g.) Rendir los informes de los procesos asignados dentro de 
las fechas señaladas en el respectivo calendario.  
 
El programa de la asignatura Consultorio Jurídico está conformado por dos (2) áreas 
que se desarrollan de manera presencial y en forma práctica, denominadas así: a. 
Intervención en procesos; b. Cumplimiento y desempeño en los turnos asignados 
en las diferentes sedes del Consultorio Jurídico y su Centro de Conciliación.  
2. REFERENTES CONCEPTUALES SOBRE EL PROCESO FISCAL 
2.1 CONTROL FISCAL EN COLOMBIA 
 
2.1.1 Concepto de control fiscal.  
 
El control fiscal, es una función pública autónoma que ejercen los órganos instituidos 
en la Constitución con ese preciso objeto; cuya labor principalmente corresponde a 
la Contraloría General de la República, que se encarga de la vigilancia de la gestión 
fiscal de la administración y de los particulares o entidades que manejen fondos o 
bienes de la nación11  
 
La responsabilidad fiscal, está relacionada con la administración de los recursos 
públicos del Estado, especialmente con el objetivo de controlar la gestión de quienes 
ejercen funciones fiscales, es decir, por parte de los servidores públicos que ejercen 
la gestión fiscal, o los particulares cuando administran bienes o fondos públicos. 
 
Su fundamento constitucional se apoya en el artículo 6º de la Carta Política 
Colombiana y en el numeral 5º del artículo 268 del mismo texto, el cual atribuye al 
Contralor General de la Nación –y a las contralorías territoriales por remisión del 
artículo 272 inciso 5º, la competencia para establecerla.  Complementariamente, el 
desarrollo legal de la materia aparece desarrollado en la ley 610 de 200328, por la 
cual se establece el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de 
competencia de las contralorías. 
 
Con respecto a la naturaleza jurídica de la responsabilidad fiscal, debemos tener en 
cuenta que: “La responsabilidad fiscal por expresa disposición del numeral 5 del 
artículo 268 de la Carta Política tiene dos variantes claramente diferenciadas: la 
sancionatoria y la resarcitoria, instrumentos a través de los cuales los organismos 
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28 Ley promulgada en el Diario Oficial No.44133 del 18 de Agosto de 2000.  El texto sancionado 
también se encuentra en la Gaceta del Congreso No.351 del 31 de Agosto de 2000. 
de control fiscal garantizan la debida protección que deben recibir los bienes y 
fondos públicos confiados a la gestión de servidores públicos y particulares.12 
 
Así mismo, en la Sentencia SU-620 de 1996 (M.P. Antonio Barrera Carbonell), la 
Corte indicó que los juicios por responsabilidad fiscal tienen una naturaleza 
esencialmente resarcitoria, ya que se pretende lograr la reparación del daño 
causado por el funcionario implicado al erario público.  Dijo en aquella ocasión, esa 
alta corporación: “El proceso de responsabilidad fiscal conduce a obtener una 
declaración jurídica, en la cual se precisa con certeza que un determinado servidor 
público o particular debe cargar con las consecuencias que se derivan por sus 
actuaciones irregulares en la gestión fiscal que ha realizado y que está obligado a 
reparar el daño causado al erario público, por su conducta dolosa o culposa”-.  Lo 
que es más, en la misma ocasión se determinó que “la responsabilidad fiscal se 
declara a través del trámite del proceso de responsabilidad fiscal, entendido como 
el conjunto de actuaciones materiales y jurídicas que adelantan las contralorías con 
el fin de determinar la responsabilidad que le corresponde a los servidores públicos 
y a los particulares, por la administración o manejo irregulares de los dineros o 
bienes  públicos”13 
2.1.2 Antecedentes históricos del control fiscal 
 
 Desde el segundo viaje de Colón a América, se tiene conocimiento de los primeros 
tipos de control cuando los Reyes Católicos designan un funcionario con la misión 
de vigilar y controlar el manejo de los fondos y bienes de la expedición.  En 1511 se 
organiza en Santo Domingo, el Tribunal de la Real Audiencia, cuya función era 
fiscalizar a los virreyes y administrar la justicia y los territorios ocupados en América. 
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Editorial Dike. Bogotá 2004, pág. 65 
 
13 Corte Constitucional. Sentencia SU-620 de 1996. Magistardo Ponente : Antonio Barrera 
Carbonell. Bogotá juliuo de 1996.  
“En 1518, se constituyó el Consejo de Indias, como órgano supremo de 
administración colonial, que ejerció funciones de cuerpo legislativo y máximo 
tribunal de apelación en asuntos contencioso, civil, criminal y administrativo. 
 
Hacia el siglo XVI, en Colombia se formó la Real Audiencia de Santa Fe de Bogotá.  
Su objetivo era mejorar la administración y controlar los territorios; la función básica 
consistía en unificar las rentas y derechos de la Corona, hacer juicios a empleados 
que desempeñaban funciones fiscales y asegurar el flujo normal de los recaudos 
para la Corona.” 
 
En 1604, se crearon los Tribunales de Cuentas que eran algo así como las 
Contralorías Regionales en los Virreinatos, Capitanías y Presidencias. 
Terminado ya el siglo XVII aparecen las Oficinas de Contabilidad las cuales a través 
de la Corte de cuentas consolidan el control fiscal en el mundo. 
En la época de la independencia, los controles entran en crisis puesto que el 
sostenimiento de las tropas requería gran capacidad monetaria.  Esto llevó a ciertos 
funcionarios a atentar contra el Tesoro público para alimentar la causa de la 
independencia. 
 
“Después de la Batalla de Boyacá se expiden en Angostura la ley Fundamental que 
crea la República de Colombia y con ello se replantea el enfoque del control fiscal.  
De esta manera se dicta en octubre 23 de 1819 la “Ley Principal contra los 
Empleados de Hacienda”, que en su artículo primero decía: “El empleado de 
Hacienda Nacional a quien se le justificare sumariamente fraude o malversación de 
los intereses públicos o  resultare alcanzado, se le aplicará irremisiblemente la pena 
de muerte sin necesidad de formar más proceso que los informes de los 
tribunales”.14  Decisión que a su vez fue avalada por Simón Bolívar en su Decreto 
12 de 1824. 
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Los principios por ellos determinados fueron retomados en la Constitución de 
Cúcuta de 1821 que le da vida a la Gran Colombia.  La ley que desarrolla los 
principios constitucionales fue la expedida el 6 de octubre de 1.821, por la 
Contaduría General de Hacienda, que era el ente fiscalizador del erario público. 
En 1821, la gestión fiscal es elevada a precepto constitucional, por medio de la ley 
6 de octubre del mismo año se crea la contaduría general de hacienda con fines 
fiscalizadores y con facultad para examinar y fenecer las cuentas y ejercer 
jurisdicción coactiva. 
 
Para el año 1824, La Contaduría General de Hacienda es sustituida por un grupo 
de expertos en Hacienda Pública, perdurando hasta el año de 1847 donde fue 
reemplazada por una Corte de Cuentas con funciones fiscales y miembros 
dependientes del poder Ejecutivo. 
 
En 1850, con la Ley 20 la Contaduría se transforma en Oficina General de Cuentas 
y en 1857 sus miembros son designados por el Congreso. 
Se restablece la Corte de Cuentas en 1898, integrada por 10 magistrados con un 
periodo de 4 años.  Las leyes 61 de 1905, 19 y 110 (Código Fiscal) de 1912, 36 de 
1918 y 61 de 1921 introducen otras modificaciones al ente fiscalizador. 
 
En 1919 se crea el Tribunal Superior de Cuentas para proteger el buen manejo del 
presupuesto y garantizar el empleo adecuado de los recursos de inversión. 
En 1922 al producirse la crisis bancaria, el Presidente de la República contrata una 
misión de expertos extranjeros liderados por Edwin Walter Kemmerer con el objeto 
de organizar la Hacienda Pública, el sistema monetario, la reorganización del 
estado, la administración de ingresos y aduanas entre otros.  Entonces, se crean 
normas para el sector financiero y diseña organismos de control y vigilancia del 
sector. 
 
En Colombia con la firma del Presidente de la República, Pedro Nel Ospina, su 
ministro del Tesoro, Gabriel Posada y los presidentes del Senado Luís de Greiff y 
de la Cámara, Ignacio Moreno el Gobierno Nacional expidió el 19 de julio de 1923, 
la Ley 42 sobre "Organización de la contabilidad oficial y creación del Departamento 
de Contraloría".  Dicha ley nace como fruto de las recomendaciones hechas por la 
misión de expertos norteamericanos encabezados por Edwin Walter Kemmerer ya 
que con la creación de dicho Departamento, éste podía establecer los medios para 
imponer una estricta observancia de las leyes y reglamentos administrativos en lo 
relacionado con el manejo de propiedades y fondos públicos.  Los expertos 
norteamericanos consideraron además que la Contraloría podía ejercer gran 
influencia para asegurar la recaudación de rentas y hacer entrar su producto a la 
Tesorería.  Es importante aclarar que al llegar la Misión Kemmerer a Colombia, 
actuaba la Corte de Cuentas.  
 
El nuevo Departamento de Contraloría comenzó a funcionar el 1 de septiembre de 
1923, año en que entró en vigencia la Ley 42.  El Presidente Ospina nombró como 
primer Contralor General de la República a Eugenio Andrade” 15  
 
“La Corte de Cuentas, la Dirección General de Contabilidad, la Oficina Nacional de 
Estadística y la Oficina Central de Ordenaciones del Ministerio del Tesoro quedaron 
incorporadas al Departamento de Contraloría.  Todos los empleados, libros, 
constancias, documentos, papeles, mobiliarios y otros objetos pertenecientes a 
dichas oficinas fueron trasladados al Departamento de Contraloría.”16 
 
Las labores relacionadas con la revisión y liquidación de cuentas de las oficinas 
recaudadoras o pagadoras, así como todos los empleados dedicados a este trabajo 
en la Tesorería General de la República, en las administraciones de Aduanas, 
Salinas, Correos y Telégrafos, en las Oficinas de Timbre, en las Casas de Moneda, 
                                                          
15 QUINTERO JIMENEZ, Maritza del Socorro. Proceso de Responsabilidad Fiscal. Imprenta 
Nacional. Primera Edición. 2001. Bogotá D. C. pág. 50. 
 
16 PARADA VAZQUEZ, José Ramón. Derecho Administrativo – Organización y Empleo Público. 
Madrid-. Editorial Marcial Pons, 1988,  pág. 52 
y oficinas del gobierno pasaron a depender del Departamento de Contraloría, al cual 
se trasladaron” 17. 
 
La Ley 42 de 1923, atribuyó al Departamento de Contraloría facultades como la de 
revisar y contar los elementos de propiedad estatal, lo mismo que las estampillas y 
papel sellado en poder de empleados públicos. Le permitía, además, examinar y 
verificar las entradas y licenciamientos de personal en el Ejército y la Policía. 
 
La Ley 42 de 1923 estableció entre otros aspectos que la Contraloría se organice 
en forma independiente, técnicamente prescindiendo de la influencia política, sin 
inmiscuirse en asuntos administrativos distintos a su propia organización. 
Por medio del Decreto 911 de 1932, la Contraloría es organizada como una oficina 
de contabilidad y control fiscal y se establece la obligatoriedad de rendir cuentas 
ante este organismo sobre el manejo de los bienes y recursos del Estado, siendo 
este reformatorio de la Ley 42 de 1923.  
 
A través del acto legislativo No. 01 de 1945 se da un carácter constitucional al 
Control Fiscal y se habló expresamente de la Contraloría General de la República, 
encargando a la misma de la vigilancia de la gestión fiscal. 
 
El artículo 93 de dicho acto dispuso que el Contralor General de la república fuera 
elegido por la Cámara de Representantes para periodo de dos años, elevándose 
posteriormente el período a cuatro años. 
 
La Ley 151 de 1959, estableció que corresponde a la Contraloría General de la 
República el Control Fiscal sobre las empresas y establecimientos públicos 
descentralizados y de las instituciones y organismos que reciban, manejen o 
inviertan fondos provenientes de impuestos, tasas, contribuciones de carácter 
especiales creadas por la Ley. 
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 Mediante reforma de 1968, a la carta política se establece la presentación de 
candidatos a Contralor ante el Congreso por parte del Consejo de Estado, y se fija 
en cuatro años el periodo del titular del ente fiscalizador.  
 
En 1975, el presidente López Michelsen dictó la Ley 20 de 1975 que extiende el 
control fiscal de la Contraloría a los establecimientos públicos y las Empresas 
Industriales y Comerciales del Estado.  Así mismo, se implanta la carrera 
administrativa y se crea la Escuela de Capacitación para Empleados Públicos. 
“Con la Ley 20 de 1975, se da origen a los controles previo, perceptivo y posterior 
(control numérico legal).  Se amplía la facultad de la Contraloría para fiscalizar a los 
particulares que manejen los bienes y recursos del Estado, y de refrendar los 
contratos de la deuda pública. Por otra parte, se crea la Comisión Legal de Cuentas 
de la Cámara de Representantes, con la función de fenecer o no la cuenta General 
del Presupuesto y del Tesoro”18. 
 
El artículo 10, de la citada ley, dispuso que debía adelantarse juicio administrativo 
de cuentas al ordenador que insistiera en la refrendación de gastos no autorizados 
por la ley”19. 
 
Mediante Decreto – Ley 222 de 1983, se mantiene el control posterior en la 
contratación administrativa dando así un auge mayor al control; asunto que queda 
consolidado en la reforma constitucional de 1991. 
 
Aunque resulta loable y de buen recibo la intención de la Ley. Si es menester 
reconocer que en su aplicación si se están presentando una serie de inconvenientes 
o por lo menos en la Universidad Libre, los cuales sintetizaremos en este 
planteamiento del problema, con el Único fin de hacerlos visibles y en lo posible 
mitigarlos con la propuesta abordada en este trabajo.  
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 Se entiende que  el estudiante está bajo la tutoría o dirección de la Universidad a 
través del docente, situación que en muchas ocasiones se escapa del control de la 
Universidad en virtud a la misma dinámica del proceso, toda vez que en algunas 
circunstancias (audiencias o términos perentorios) el estudiante debe tomar sus 
propias decisiones, sin intervención del docente.  
 
Paralelamente a los problemas descritos referentes a la metodología de estudio, las 
leyes 734 de 2002 (Código Único Disciplinario) y 610 del mismo año (por la cual se 
establece el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de competencia de 
las contralorías) facultan a los estudiantes de los consultorios jurídicos para que 
funjan como defensores de oficio en dichos procesos, lo que genera inconvenientes 
si se tiene en cuenta que los estudiantes comienzan a ver la materia de consultorio 
jurídico a partir del cuarto año, precisamente en el año en que se desarrollan la 
mayor parte de las materias de procesal en especial la del procesal administrativo 
sin que esta se vea de manera específica dentro de la catedra de derecho procesal 
administrativo como tampoco en el área de derecho administrativo y colombiano 
que se ve en el tercer año.  
 
Para el efecto, es conveniente revisar el pensum académico con el cual podemos 
notar que dichos procesos no se ven de manera detallada dentro del programa 
previsto.  
 
Como si esto no fuera poco, el estudiante conforme a lo previsto, los  procesos de 
responsabilidad fiscal y el proceso disciplinario en la gran mayoría de los casos se 
tramitan de manera simultánea, sin que los entes encargados de tramitarlos, lo 
hagan de manera conjunta o armónica, esto debido a que la falta considerada grave 
por los organismos de control no excluye lo disciplinario de lo fiscal, adicionalmente 
la ley 734 de 2002,  o código disciplinario único es una Ley que hoy por hoy está 
llamada a ser rectificada en virtud a las graves sanciones en el contempladas, y los 
vacíos contenidos en ella, en especial aquellos que tienen que ver con las conductas 
sancionables y sus correspondientes sanciones, donde sus decisiones son tan 
trascendentales al contemplar, Inhabilidades de diez y quince años para ejercer 
cargos públicos.    
 
Este tipo de sanciones, son tan drásticas que pueden en determinado momento 
arruinar con la vida laboral de una persona, su seguridad social o en fin trae consigo 
una cantidad de implicaciones, que resultan determinantes y más cuando se aplican 
de manera injusta o por una deficiente defensa técnica de un estudiante de 
consultorio jurídico.  
Para abordar estos interrogantes iniciaremos con su génesis y es así, como nos 
remitiremos a la Ley 583 de 2000, por medio de la cual se reglamentan las 
competencias de los estudiantes de consultorios jurídicos y los define como 
abogados de los pobres a la luz de su artículo primero, el cual reza: “Los estudiantes 
adscritos a los consultorios jurídicos de las facultades de derecho, son abogados de 
pobres y como tales deberán verificar la capacidad económica de los usuarios. En 
tal virtud, acompañarán la correspondiente autorización del consultorio jurídico a las 
respectivas actuaciones judiciales y administrativas. La prestación del servicio del 
consultorio jurídico en ningún caso será susceptible de omisión ni homologación. 
Los estudiantes, mientras pertenezcan a dichos consultorios, podrán litigar en causa 
ajena en los siguientes asuntos, actuando como abogados de pobres:  
 
1. En los procesos penales de que conocen los jueces municipales y los fiscales 
delegados ante éstos, así como las autoridades de policía, en condición de 
apoderados de los implicados. 
 2. En los procesos penales de competencia de la jurisdicción ordinaria, como 
representantes de la parte civil. Corte Constitucional –  
3. De oficio, en los procesos penales como voceros o defensores en audiencia.  
4. En los procesos laborales, en que la cuantía de la pretensión no exceda de 20 
salarios mínimos legales mensuales vigentes y en las diligencias administrativas de 
conciliación en materia laboral.  
5. En los procesos civiles de que conocen los jueces municipales en única instancia. 
6. En los procesos de alimentos que se adelanten ante los jueces de familia. 
7. De oficio, en los procesos disciplinarios de competencia de las personerías 
municipales y la Procuraduría General de la Nación. 
8. De oficio, en los procesos de responsabilidad fiscal de competencia de las 
contralorías municipales, distritales, departamentales y General de la República. 
Corte Constitucional  
Conforme a la norma  pre transcrita, es visible lo expuesto anteriormente, respecto 
de las competencias que deben asumir los estudiantes del consultorio jurídico, en 
especial con la materia de investigación, como lo son los procesos disciplinarios y 
de responsabilidad fiscal, por lo que trataremos de dilucidar, de donde surgen las 
dificultades.   
 
En primer término, es necesario distinguir, entre la intencionalidad de la Ley y la 
práctica real de este ejercicio, pues en ningún momento se hace la distinción de a 
quién va dirigida esta función social, simplemente se les denomina abogados de 
pobres en consonancia con la pretensión de la ley, al permitirle el acceso a la 
administración de justicia a personas de escasos recursos. Pero en ningún aparte 
de la ley se menciona la necesidad del estado respecto de poder continuar con sus 
procesos cuando se presenta la renuencia de los investigados.  
 
Esta necesidad, surge del peligro que representan los fenómenos de la prescripción 
y la caducidad, cuando los sujetos disciplinables y los presuntos responsables de 
un detrimento patrimonial, no acuden a enfrentar sus procesos, esta ausencia o 
sustracción de una de las partes en cada uno de estos procesos, es lo que 
potencialmente puede generar la ocurrencia de estos fenómenos  jurídicos  que no 
son otra cosa que el castigo que recibe  la administración, ante su inoperancia.  
 
No obstante de cubrir esta contingencia que se venía presentando históricamente, 
al  alcanzar los índices más altos de impunidad se solucionó de una parte el 
problema pero se dejó en dificultades a los estudiantes por no hacer esta clase de 
precisiones; no se estableció el sujeto pasivo de esta función social, tampoco se 
precisó de manera clara si se trataba de ejercer una defensa técnica o se trataba 
simplemente de garantizar un debido proceso, tampoco se puntualizó y aquí viene 
la más importante en mi concepto de las precisiones a quien se iba a defender, si a 
una persona jurídica o a una persona natural, si a un particular o a un servidor 
público.  
 
Estas entre otras imprecisiones son las que se pretenden evidenciar con la 
investigación que se pretende abordar, a fin de conectar estas desviaciones, bajo 
un solo hilo conductor que asuma de manera específica, la forma más expedita de 
asumir este tipo de procesos 
 
2.1.3 Control fiscal como función pública 
 
De conformidad con la Carta Política de 1991 y el concepto integral del Estado 
Social de Derecho, los elementos orientadores de la Gestión Pública, están dirigidos 
a la consecución de los fines esenciales del Estado, dentro del marco de una 
Gestión Integral con participación de la ciudadanía y la capacidad institucional de 
los entes gubernamentales. 
 
"Con la promulgación de la Carta Política de 1991, la función pública de control fiscal 
adquiere una nueva dimensión en la medida de que la actividad debe orientarse 
dentro de la filosofía del nuevo Estado Social de Derecho en general, y 
específicamente, dirigida a la aplicación de los principios de eficiencia económica, 
equidad y valoración de los costos ambientales".20 
 
La Carta Magna precisó en el artículo 267 y siguientes los contenidos básicos del 
Control Fiscal, calificándolo como una Función Pública encomendada a la 
Contraloría General de la República y a las Contralorías Territoriales, en aras de 
vigilar la Gestión Fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes del Estado 
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2.1.4 Control Fiscal y la Constitution de 1991. 
  
La Constitución Política de 1991, diseña la nueva dimensión del control 
reestructurando y reorientando el aparato y la función controladora dándole un 
cuerpo democrático, pasando el control numérico legal a un segundo plano, dando 
la prioridad a control de eficiencia y de resultado. 
 
La Constitución de 1991, estableció la función fiscalizadora en los siguientes 
términos: 
 
Control Posterior y Selectivo, para optimizar el recurso y fortalecer la economía 
estatal, verificando el cumplimiento del plan estratégico y de las metas propuestas 
en concordancia con el Presupuesto Nacional y el Plan Nacional de Desarrollo. 
 
2.1.5 Sistemas de Control en Colombia 
 
 Clases de Auditoría. Para el ejercicio de los diferentes sistemas de control, la 
herramienta básica es la Auditoría; la cual se realiza como: 
 Auditoría Independiente. La realizan auditores que no pertenecen al Estado y 
han sido escogidos de acuerdo al procedimiento contemplado en el artículo 267 
de la Constitución Política.  
 
Ley 42 de 1993, Artículo 31. Los órganos de control fiscal, podrán contratar la 
vigilancia de la gestión fiscal, con empresas privadas colombianas, previo concepto 
sobre su conveniencia del Consejo de Estado.  Estas serán escogidas por concurso 
de mérito en los siguientes casos: 
 
a. Cuando la disponibilidad de los recursos técnicos, económicos y humanos, no le 
permitan al órgano de control, ejercer la vigilancia fiscal en forma directa. 
b. Cuando se requieran conocimientos técnicos especializados. 
c. Cuando por razones de conveniencia económica, resultare más favorable. 
Parágrafo: la Contraloría General de la República, determinará las condiciones y 
bases para la celebración del concurso de méritos así como las calidades que deban 
reunir las empresas colombianas para el ejercicio del control fiscal pertinente. 
 
Los contratos se celebrarán entre el Contralor respectivo y el concursante 
seleccionado, con cargo al presupuesto del órgano de control fiscal 
correspondiente.  La información que conozcan y manejen estos contratistas, será 
de uso exclusivo del organismo de control fiscal contratante. 
 
Artículo 32.  Los órganos del control fiscal podrán conocer y evaluar, en cualquier 
tiempo los programas, labores y papeles de trabajo de las empresas contratadas en 
su jurisdicción y solicitar la presentación periódica de informes generales o 
específicos. Las recomendaciones que formulen los órganos de control fiscal 
respectivos al contratista serán de obligatorio cumplimiento y observancia. 
En todo caso los órganos de control fiscal, podrán reasumir la vigilancia de la gestión 
fiscal en cualquier tiempo, de acuerdo a las cláusulas del contrato. 
 
Artículo 33.  El contratista podrá revisar y sugerir el fenecimiento de las cuentas en 
caso de encontrar observaciones deberá remitirlas con todos sus soportes para que 
el respectivo órgano de control fiscal, adelante el Proceso de Responsabilidad 
Fiscal, si es del caso. 
Artículo 34.  El hecho de contratar una entidad privada, no exime al órgano 
fiscalizador de la responsabilidad, en el cumplimiento de sus funciones. 
 Auditoría Interna 
Es la que realizan las oficinas de control interno, de las entidades; conforme a lo 
previsto en al artículo 209 de la Constitución Política, y  la Ley 87 de 1993. 
 Auditoría Gubernativa 
Es la que realizan agencias u organismos públicos independientes, sobre las demás 
entidades públicas.  
Esta auditoría incluye, “no sólo el trabajo hecho por los auditores en el examen de 
los estados financieros (auditoría financiera- control  fiscal financiero), sino también 
el trabajo efectuado en revisar; a) el cumplimiento de las leyes y regulaciones 
aplicables (auditoría de cumplimiento-control fiscal de legalidad); b) la eficiencia en 
la economía, y en las operaciones y  la efectividad en lograr los resultados de los 
programas (auditoría operacional - control fiscal de gestión y resultados) 
 
La auditoría gubernamental con enfoque integral es  “un proceso sistemático que 
mide y evalúa acorde con las Normas de Auditoría Gubernamental prescritas por la 
Contraloría General de la República.  La gestión o actividades de las organizaciones 
estatales mediante la aplicación articulada y simultánea de sistemas de control con 
el fin de determinar el manejo y uso de los recursos públicos, la correspondencia 
entre las estrategias, operaciones y propósitos de los sujetos vigilados y sus 
relaciones con el entorno que le permita al organismo de control, fundamentar su 
opinión y conceptos”21. 
 
Las distintas clases de auditoría pueden ser realizadas, independientes o conjuntas.  
Tipos de Auditoría.  Se distinguen tres tipos de auditoría: financiera, operacional y 
de cumplimiento. 
 Auditoría financiera: Es el estudio de los registros y estados financieros, que 
llevan las organizaciones. Busca determinar si los estados financieros han sido 
preparados de acuerdo con los principios de contabilidad, generalmente 
aceptados. Dentro de este tipo de auditoría se enmarca, el control fiscal 
financiero establecido en la Constitución –artículo 267– y desarrollado en el 
artículo 10 de la Ley 42 de 1993. 
 Auditoría de Cumplimiento: Busca determinar si las operaciones financieras, 
administrativas, económicas y de otra índole se realizaron conforme a las 
normas que le son aplicables ó si por el contrario se realizaron fuera del marco 
establecido para ello. Dentro de este tipo de auditoría se enmarca el control fiscal 
de legalidad establecido en el artículo 11 de la Ley 42 de 1993 
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 Auditoría Operacional u Operativa: Es una revisión de los procedimientos y 
métodos operativos de una organización con el propósito de evaluar su eficiencia 
y efectividad.  El desempeño se evalúa en la gestión de la organización para 
alcanzar las metas con responsabilidad de acuerdo con los lineamientos 
preestablecidos por el Estado de manera que los recursos disponibles indiquen 
rentabilidad pública.  En esta auditoría encontramos el control fiscal de gestión, 
establecido en la Constitución – artículo 267 – y desarrollado en el artículo 12 de 
la Ley 42 de 1993. 
 
Dentro del esquema actual de control fiscal se destaca  la auditoría operacional, por 
cuanto se ejerce el control de gestión examinando el destino del recurso conforme  
a los fines esenciales del Estado. 
 
 Hallazgos de Auditoría.  Las labores de auditoría reflejan hechos positivos y/o 
negativos con impacto en el desempeño de la entidad. Estos hechos se 
denominan hallazgos. 
Los hallazgos positivos tienen relación directa con los principios de la función 
administrativa con resultados productivos en bienes y servicios.   
Los hallazgos negativos, muestran las irregularidades presentadas dentro de un 
proceso contrario a los principios que deben regir la actuación del Estado y la 
gestión fiscal.  
La Guía de Auditoría Gubernamental, con Enfoque Integral identifica tres clases de 
hallazgos: administrativos, fiscales y disciplinarios. Cuando se detectan hechos 
presuntamente punibles se pueden configurar hallazgos penales. 
En cumplimiento de las normas constitucionales y legales, se remitirán los hallazgos 
disciplinarios y penales a las autoridades competentes, Fiscalía o Procuraduría 
según el caso. 
 
Tipos de Hallazgo  
 Hallazgo administrativo: surge principalmente por la ineficiencia e ineficacia en el 
ejercicio de la gestión administrativa de la Entidad, desde la planeación hasta la 
ejecución de las labores se pueden adoptar correctivos tendientes al 
mejoramiento de las funciones, los cuales quedan consolidados en un Plan de 
Mejoramiento.  En caso de no poder aplicar correctivos por el tipo hallazgo 
administrativo, se adelantará proceso sancionatorio previsto en la Ley 42 de 
1993. 
 
Ley 42 de 1993, la contraloría General de la República mediante resolución orgánica 
No. 5580 del 18 de mayo de 2004, reglamenta la metodología de los planes de 
mejoramiento para establecer la evaluación del cumplimiento y sus respectivas 
sanciones. 
• Hallazgo fiscal: se traduce en el daño patrimonial al Estado producido por 
servidores y/o particulares en ejercicio o con ocasión de la gestión fiscal.  Este tipo 
de hallazgo puede configurar una responsabilidad fiscal y consecuentemente 
disciplinario. 
Teniendo en cuenta que la contratación es la herramienta mediante la cual los 
gestores públicos ejecutan el presupuesto, la ley estableció la vigilancia por parte 
de los organismos de control fiscal en la forma determinada en el artículo 65 del 
Estatuto Contractual. 
 
Las contralorías hacen el seguimiento a la ruta crítica del contrato, en sus diferentes 
etapas precontractuales, contractual y la liquidación. 
En este contexto, los entes fiscalizadores pueden intervenir una vez se hayan 
agotado los trámites de legalización de los contratos, es decir, cuando se ha 
efectuado el respectivo registro presupuestal y aprobado las garantías.  
Corresponde en esta etapa de la vigilancia del contrato, la verificación del 
cumplimiento de las disposiciones relacionadas con la selección del contratista, su 
perfeccionamiento y requisitos de ejecución. 
 
En una segunda etapa del control, es procedente la revisión de las cuentas 
canceladas con cargo al contrato determinando la conformidad con las 
disposiciones presupuestales, además, es viable la comprobación de la ejecución 
de las obligaciones derivadas del mismo a fin de establecer un presunto daño al 
patrimonio público. 
 
Esta función se efectúa aplicando los procedimientos técnicos de control 
(auditorías), cuyos hallazgos constituyen una de las causales para iniciar el Proceso 
de Responsabilidad Fiscal. 
 Responsabilidad del Servidor Público (Sancionatorio – Resarcitorio) 
Al realizar un parangón entre la responsabilidad disciplinaria y fiscal se evidencia 
indudablemente que las dos proceden de órganos de control y que se ha 
mencionado que la disciplinaria es sancionatoria y la fiscal resarcitoria   pero los 
procedimientos, el material probatorio que cada uno utiliza es el mismo garantizando 
el Derecho de Defensa y el debido proceso es el mismo con el objetivo de establecer 
la Responsabilidad del Servidor Público. 
 
Tanto el objetivo del derecho disciplinario como el del derecho fiscal deben ir 
encaminados a garantizar la eficacia y la dignidad, entre otras cosas, del servicio 
correspondiente, se evalúa la conducta del servidor público por cuanto no solamente 
responden por la infracción a la Constitución y a las leyes, sino también, por la 
omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones. 
 
Al  respecto vale traer a colación la disposición existente en la derogada Ley 200 de 
1995 según las cuales  en el artículo 30 de la citada ley consagraba en ese entonces  
como sanción accesoria  la  devolución, la restitución o la reparación, según el caso, 
del bien afectado con la conducta constitutiva de la falta siempre que ellas ó se 
hayan cumplido en el proceso penal cuando la conducta haya originado las dos 
acciones  desde luego el sustento estaba determinado que para que la sanción 
pudiera imponerse se requería que la conducta haya vulnerado el patrimonio de la 
entidad o que con la conducta disciplinable se haya afectado un bien. 
 
De lo plasmado, la Contraloría es un organismo técnico y se evidencia que su 
función no se limita solamente a establecer la Responsabilidad  Fiscal de los 
servidores públicos, porque si la finalidad es el resarcimiento, en la última década 
se evidencia que a comparación con los fallos de responsabilidad fiscal 
ejecutoriados, el resarcimiento es lo mínimo que recupera el Estado. 
 
La Contraloría además de la protección del patrimonio público y la exactitud de las 
operaciones y de su legalidad, se ocupa del control de resultados que comprende 
las funciones destinadas a asegurar que los recursos económicos se utilicen de 
manera adecuada para garantizar los fines del Estado. 
 
La Contraloría debe convertirse en el órgano de soporte de la función disciplinaria 
por cuanto en el ejercicio de las auditorias detecta hallazgos que pueden configurar 
una falta disciplinaria y por ende un presunto daño al patrimonio del Estado.  Una 
vez trasladados estos hallazgos debe continuar con su  Política Macro del 
mejoramiento de las actividades, operaciones, resultados y acciones relacionadas 
con el manejo de fondos o bienes del Estado aplicando los sistemas de control 
financiero, de legalidad, de gestión, de resultados, de revisión de cuentas y 
evaluación del control interno. 
 
2.1.6 Principios y características del proceso de responsabilidad fiscal. 
 
El proceso de responsabilidad fiscal se orienta por una serie de principios 
materiales, que devienen del marco constitucional y de los postulados esenciales 
del derecho administrativo, procesal penal y procesal civil. A su vez, existe remisión 
normativa autorizada en el artículo 66 de la ley 610 de 2000 , que impone que ante 
los aspectos no previstos se aplicará en su orden, las disposiciones del Código 
Contencioso Administrativo, del Código de Procedimiento Civil y el Código de 
Procedimiento Penal. 
 
Lo anterior, de conformidad con los artículos 2o y 4o de la Ley 610, artículos 29 y 
209 de la Constitución Política  y  3o del C. C. A. 
Las características del Proceso de Responsabilidad Fiscal son: Autónoma, de 
naturaleza administrativa, patrimonial y resarcitoria. 
En vigencia de la ley 42 de 1993, el proceso de responsabilidad fiscal contaba con 
dos etapas claramente definidas: investigación y Juicio Fiscal respectivamente, 
adelantadas por dependencias diferentes. 
Con la ley 610 de 2000, el proceso de responsabilidad fiscal se tramita bajo una 
sola actuación y por una sola dependencia. 
* Naturaleza Jurídica y Definición. El Proceso de Responsabilidad Fiscal es una 
actuación eminentemente administrativa. La ley 610 de 2000, en su artículo 1º, 
define el proceso de responsabilidad fiscal "como el conjunto de actuaciones 
administrativas adelantadas por las Contralorías con el fin de determinar y 
establecer la responsabilidad de los servidores públicos y de los particulares, 
cuando en el ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de ésta, causen por acción 
u omisión y en forma dolosa o culposa un daño al patrimonio del Estado". 
 
Esta definición y el desarrollo jurisprudencial destacan la esencia administrativa del 
proceso de responsabilidad fiscal y su carácter patrimonial y resarcitorio, y dentro 
del contexto de la gestión fiscal, cuyo ejercicio, como marco de la conducta dañina, 
determina el alcance del estatuto de responsabilidad fiscal22.  
 
El Objeto. La misma ley 610 de 2000 en su artículo 4°, señala que la responsabilidad 
fiscal tiene por objeto el resarcimiento de los daños ocasionados al patrimonio 
público, como consecuencia de la conducta dolosa o culposa de quienes realizan 
gestión fiscal, mediante el pago de una indemnización pecuniaria que compense el 
perjuicio sufrido por la respectiva entidad estatal.  
 
De la misma manera, advierte que la responsabilidad fiscal es autónoma e 
independiente y se entiende sin perjuicio de cualquier otra clase de responsabilidad. 
                                                          
22 CORTE CONSTITUCIONAL. Expediente D – 84714, Sentencia SU 620/96. Pág. 10. M.P. 
Antonio Barrera Carbonell 
La norma reitera el carácter patrimonial y resarcitorio de la acción fiscal, en el 
sentido de que mediante la misma se obtenga la reparación patrimonial efectiva que 
indemnice el daño o deterioro, producido sobre el patrimonio público dentro del 
ámbito de la gestión fiscal.  
 
Ahora, por tratarse de una actuación administrativa, el proceso de responsabilidad 
fiscal, está sujeto al control judicial de legalidad de la Jurisdicción Contenciosa 
Administrativa, según prescripción del artículo 59 Ibídem . 
 
El Debido Proceso "Es el conjunto de garantías que buscan asegurar a los 
interesados que han acudido a la administración pública o ante los jueces, una recta 
y cumplida decisión sobre sus derechos" 
"Conjunto de circunstancias de la administración que le impone la ley para su 
ordenado funcionamiento y para la validez de sus propias actuaciones"23.  
 
Por disposición del artículo 2° de la ley 610 de 2000, el debido proceso se enuncia 
como uno de los principios orientadores de la acción fiscal, en consecuencia en el 
ejercicio de tal acción, deberá ser garantizado de conformidad con el derecho 
fundamental del artículo 29 de la Carta Política, disposición que hizo extensivo el 
debido proceso a las actuaciones administrativas, su inobservancia o la 
comprobada existencia de irregularidades sustanciales será causal de nulidad, al 
tenor del artículo 36 Ibídem. 
 
Así mismo, la citada norma, impone que el trámite del proceso se ciña a los 
principios rectores de la función administrativa, establecidos en el artículo 209 
constitucional. 24 
 
                                                          
23 CORTE CONSTITUCIONAL. Expediente T - 39776, Sentencia T-459/94. Pág, 4. M.P. Antonio 
Barrera Carbonell. 
24 Constitución Política 1991. ARTICULO 209. La función administrativa está al servicio de los 
intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la 
desconcentración de funciones. 
Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado 
cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus 
órdenes tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley. 
Sobre la aplicación de este principio en el proceso de responsabilidad fiscal se ha 
pronunciado: "...En el trámite del proceso en que dicha responsabilidad se deduce 
se deben observar  las garantías sustanciales y procesales que informan el debido 
proceso, debidamente compatibilizadas con la naturaleza propia de las actuaciones 
administrativas, que se rigen por reglas propias de orden constitucional y legal, que 
dependen de variables fundadas en la necesidad de satisfacer en forma urgente e 
inmediata necesidades de interés público o social, con observancia de los principios 
de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad 
(art. 209 C.P.) a través de las actividades propias de intervención o de control de la 
actividad de los particulares o del ejercicio de la función y de la actividad de policía 
o de las que permiten exigir responsabilidad a los servidores públicos o a los 
particulares que desempeñan funciones públicas.  
 
En tal virtud, la norma del artículo 29 de la Constitución, es aplicable al proceso de 
responsabilidad fiscal, en cuanto a la observancia de las siguientes garantías 
sustanciales y procesales: legalidad, juez natural o legal (autoridad administrativa 
competente), favorabilidad, presunción de inocencia, derecho de defensa, (derecho 
a ser oído y a intervenir en el proceso directamente o a través de abogado, a 
presentar y controvertir pruebas, a oponer la nulidad de las autoridades con 
violación del debido proceso, y a interponer recursos contra la decisión 
condenatoria), debido proceso público sin dilaciones injustificadas, y a no ser 
juzgado dos veces por el mismo hecho"25. 
 
3. REFERENTES CONCEPTUALES DEL PROCESO DISCIPLINARIO 
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Herrera Vergara 
3.1 EL CONTROL DISCIPLINARIO EN COLOMBIA  
 
3.1.1 Concepto de Control Disciplinario.  
 
El derecho disciplinario comprende el conjunto de normas, sustanciales y 
procesales de conformidad con las cuales el Estado asegura la obediencia, 
disciplina, comportamiento ético, moralidad y la eficiencia de los servidores públicos, 
con el propósito de asegurar el buen funcionamiento de los diferentes servicios a su 
cargo. 
 
Sobre el control disciplinario cabe destacar lo siguiente: “El control disciplinario es 
un presupuesto necesario para que en un Estado de Derecho se garantice el buen 
nombre y la eficiencia de la administración, y se asegure que quienes ejercen la 
función pública, lo hagan en beneficio de la comunidad y sin detrimento de los 
derechos y libertades de los asociados”26. 
 
“Dicho control tiene dos grandes ámbitos de aplicación.  Por un lado, la potestad 
disciplinaria interna, que es ejercida por el nominador o el superior jerárquico del 
servidor estatal.  Por el otro, existe un control disciplinario externo, que de acuerdo 
con la Constitución Política le corresponde al Procurador General de la nación, sus 
delegados y agentes”.27 
 
3.1.2 La falta disciplinaria 
 
La potestad disciplinaria del Estado- ha sido profusamente tratado por la Corte 
Constitucional, la cual  ha establecido que el derecho disciplinario es una rama 
esencial al funcionamiento del Estado "enderezado a regular el comportamiento 
disciplinario de su personal, fijando los deberes y obligaciones de quienes lo 
                                                          
26 CORTE CONSTITUCIONAL. Expediente D - 1760, Sentencia C-057/97. Pág. 4. MP. Carlos 
Gaviria Díaz 
27 Tomado de VII Congreso Internacional del CLAD cobre la Reforma del Estado y de la 
Administración Pública. Lisboa 8-11, Octubre de 2002. 
integran, las faltas, las sanciones correspondientes y los procedimientos para 
aplicarlas".28 
 
En dicho fallo, la Corte agregó que el derecho disciplinario está "integrado por todas 
aquellas normas mediante las cuales se exige a los servidores públicos un 
determinado comportamiento en el ejercicio de sus funciones, independientemente 
de cuál sea el órgano o la rama a la que pertenezcan" y agregó que: "Ello hace parte 
de las condiciones mínimas inherentes a la actividad oficial, que resultan 
imprescindibles para la eficiente atención de los asuntos a cargo del Estado, motivo 
por el cual su mantenimiento, merced a un ordenamiento jurídico especial de reglas 
y sanciones, no solamente constituye derecho sino que es ante todo deber del 
Estado.”29 
 
El derecho disciplinario es, pues, consustancial a la organización política y tiene 
lugar preferente dentro del conjunto de las instituciones jurídicas. 
 
Por otro lado, la Corte reconoció que, en su condición de derecho punitivo, el 
derecho disciplinario se acerca íntimamente a las previsiones del derecho penal, 
siéndole aplicables muchos de los principios que orientan y guían esta disciplina del 
derecho. En relación con dicha conexidad, la Corte Constitucional precisó que: 
"El derecho disciplinario que respalda este poder está compuesto por un conjunto 
de normas y principios jurídicos que permiten imponer sanciones a los servidores 
públicos cuando éstos violan sus deberes, obligaciones o incurren en vulneración 
de las prohibiciones e incompatibilidades que para ellos ha establecido la ley.30 
 
Este tipo de responsabilidad ha dado lugar a la formación de una rama del derecho 
administrativo llamada "derecho administrativo disciplinario". Un amplio sector de la 
doctrina, si bien admite la diferenciación entre la responsabilidad civil, penal y 
                                                          
28 COLOMBIA; Corte Constitucional, Sentencia C-181 de 2002 M.P Marco Gerardo Monroy Cabra 
29 GOMEZ PAVEJEAU, Carlos Arturo. Dogmática del Derecho Disciplinario. Bogotá. Editorial 
Universidad Externado de Colombia. 2004 
30 ibídem 
disciplinaria, encuentra que la sanción disciplinaria debe sujetarse a los principios y 
garantías propias del derecho penal. Según esta interpretación, el derecho 
disciplinario es una modalidad del derecho penal, y en su aplicación debe 
observarse las mismas garantías y los mismos principios que informan el derecho 
penal. La naturaleza esencialmente sancionatoria de ambos derechos hace que las 
garantías del derecho más general (el penal) sean aplicables también a ese otro 
derecho, más especializado, pero igualmente sancionatorio, que es el derecho 
disciplinario. Tanto el derecho penal como el administrativo disciplinario emplean 
las penas como el principal mecanismo de coacción represiva. Todos los principios 
y garantías propias del derecho penal se predican también del disciplinario. Esta 
situación ha llevado a considerar que el término derecho penal es impropio (pues 
existen, como se ve, varios derechos penales) y empieza a hacer carrera la 
revitalización del término "derecho criminal" para referirse al derecho de los delitos 
propiamente dichos." 31. 
 
Así mismo, reconociendo que entre el derecho disciplinario y el penal existen 
también importantes diferencias, derivadas fundamentalmente de los intereses que 
pretende proteger cada disciplina, la Corte sentó la siguiente jurisprudencia que ha 
sido posteriormente reiterada por el mismo tribunal. 
 
Así las cosas, cuando se adelanta un proceso disciplinario y uno penal contra una 
misma persona, por unos mismos hechos, no se puede afirmar válidamente que 
exista identidad de objeto ni identidad de causa, pues la finalidad de cada uno de 
tales procesos es distinta, los bienes jurídicamente tutelados también son 
diferentes, al igual que el interés jurídico que se protege. En efecto, en cada uno de 
esos procesos se evalúa la conducta del implicado frente a unas normas de 
contenido y alcance propios. En el proceso disciplinario contra servidores estatales 
se juzga el comportamiento de éstos frente a normas administrativas de carácter 
ético destinadas a proteger la eficiencia, eficacia y moralidad de la administración 
                                                          
31 Colombia, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T438 de 1992. Julio 1  de 1992. Magistrado 
ponente: EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ. 
pública; en el proceso penal las normas buscan preservar bienes sociales más 
amplios. 
Si bien es cierto que entre la acción penal y la disciplinaria existen ciertas similitudes 
puesto que las dos emanan de la potestad punitiva del Estado, se originan en la 
violación de normas que consagran conductas ilegales, buscan determinar la 
responsabilidad del imputado y demostrada ésta imponer la sanción respectiva, 
siguiendo los procedimientos previamente establecidos por el legislador, no es 
menos cierto que ellas no se identifican, ya que la acción disciplinaria se produce 
dentro de la relación de subordinación que existe entre el funcionario y la 
Administración en el ámbito de la función pública y se origina en el incumplimiento 
de un deber o de una prohibición, la omisión o extralimitación en el ejercicio de las 
funciones, la violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, etc., y su 
finalidad es la de garantizar el buen funcionamiento, moralidad y prestigio del 
organismo público respectivo. Dichas sanciones son impuestas por la autoridad 
administrativa competente o por la Procuraduría General de la Nación, ente que 
tiene a su cargo la vigilancia de la conducta oficial de los servidores estatales." 32. 
 
Cuando nos internamos en el recientemente denominado derecho disciplinario en 
Colombia, es ineludible que, respecto a los servidores públicos, y específicamente 
los alcaldes municipales, tenemos que acudir a nuestro famoso y conocido código 
disciplinario único o ley 734 de 2002, incluyendo sus respectivas modificaciones 
como el cuestionado estatuto anticorrupción, hoy sujeto de estudio constitucional. 
Sin embargo, haciendo un análisis juicioso sobre la legislación existente, se tiene 
que no existe dentro del ordenamiento jurídico, ninguna tipicidad para la violación al 
medio ambiente, el daño al medio ambiente o cualquier otra acepción tan siquiera 
sumaría al daño ocasionado por dicho servidor al medio ambiente. 
3.1.3 La acción disciplinaria 
 
                                                          
32 Colombia, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T 244 de 1996 Magistrado Ponente: Dr. 
CARLOS GAVIRIA DIAZ Santafé de Bogotá, D.C. mayo 30 de mil novecientos noventa y seis 
(1996). 
El derecho disciplinario comprende el conjunto de normas, sustanciales y 
procesales de conformidad con las cuales el Estado asegura la obediencia, 
disciplina, comportamiento ético, moralidad y la eficiencia de los servidores públicos, 
con el propósito de asegurar el buen funcionamiento de los diferentes servicios a su 
cargo. 
3.1.4 Diferencias y similitudes de la responsabilidad fiscal y la responsabilidad 
disciplinaria Ley 734 de 2002 y 610 de 2000 
 
El artículo 124 de la Constitución Política, establece que la ley determinará la 
responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva.  Este 
artículo alberga varios preceptos fundamentales: 
 Ratifica el principio básico de la responsabilidad de todo servidor público por 
sus actos u omisiones. 
 Crea la reserva legal de responsabilidad (por acción, omisión, y por 
extralimitación) 
 La ley podrá configurar diversas clases de responsabilidad oficial: de 
naturaleza política, de carácter patrimonial, de naturaleza penal y 
disciplinaria y responsabilidad fiscal.  A cada una de ellas corresponde 
diversos mecanismos de hacerlas valer, sin que se prohíba hacerlas 
simultáneas e independiente entre sí. 
 
En el derecho colombiano, la regla general es que las responsabilidades sean 
subjetivas, es decir, que tengan en cuenta la conducta del individuo.  Ahora, para 
que alguien sea condenado como responsable independientemente del tipo de 
responsabilidad (penal, civil, disciplinaria, administrativa o fiscal) debe haber tenido 
una conducta dolosa o culposa.  En materia fiscal, se requiere que el sujeto incurra 
en culpa leve, grave o dolo.  La culpa levísima no genera responsabilidad fiscal.   
 
  







TIPO DE ACCION La acción disciplinaria 
es una acción pública 
Es una acción pública que 
contiene un conjunto de 
actuaciones administrativas 
adelantadas por las 
Contralorías con el fin de 
determinar y establecer la 
responsabilidad de los 
servidores públicos y de los 
particulares 
INICIACION Su iniciación podrá 
hacerse: 
a. De oficio 
b. Por información 
proveniente del 
servidor público 
c. Queja de 
cualquier 
persona 
d. Cualquier otro 
medio siempre y 
cuando admita 
credibilidad 
Su iniciación procederá: 
a. De oficio 
b. Como consecuencia del 
ejercicio de los sistemas 
de control fiscal por 
parte de las 
Contralorías. 
c. Solicitud de entidades 
vigiladas. 
d. Queja de cualquier 
persona u organización 
ciudadana, en especial 
por las veedurías 
ciudadanas de que trata 
la ley 563 de 2000. 
CADUCIDAD Y 
PRESCRIPCION 
La acción disciplinaria 
prescribe en el término 
de cinco años 
transcurridos desde la 
ocurrencia del hecho 
generador del daño al 
patrimonio público, o del 
último de ellos cuando 
son de tracto sucesivo. 
La acción fiscal caducará en 
cinco años transcurridos desde 
la ocurrencia del hecho 
generador del daño al 
patrimonio público, o del último 
cuando son de tracto sucesivo, 
sin haberse proferido auto de 




En cualquier momento 
en que se establezca 
que el hecho atribuido 
no ha existido o que la 
conducta no está 
prevista como falta 
disciplinaria, o se ha 
demostrado una causal 
de justificación, o que el 
En cualquier estado de la 
indagación preliminar o del 
proceso de responsabilidad 
fiscal, cuando se establezca 
que la acción fiscal podría 
iniciarse o proseguirse por 
haber operado, la caducidad o 
la prescripción, cuando se 
demuestre que el hecho no 
proceso no podía 
iniciarse o proseguirse. 
existió o que no es constitutivo 
de daño patrimonial al estado o 
no comporta el ejercicio de 
gestión fiscal, o se acredite la 
existencia de una causal 
eximente de responsabilidad 
fiscal o aparezca demostrado 
que el daño investigado ha 
sido resarcido totalmente.  Sin 
embargo podrá reabrirse si 
aparece o se aportan nuevas 
pruebas que acrediten daño 
patrimonial al Estado. 
COMPETENCIA Está determinada por: 
 Calidad del 
sujeto 
disciplinable 
 Naturaleza del 
hecho 
 Territorio 
 Factor Funcional 
 Factor de 
Conexidad 
Es de aclarar que en el 
proceso disciplinario el 
Procurador General de 
la Nación, en cualquier 
momento de la 
actuación puede asumir 
el conocimiento de una 
investigación en 
ejercicio de su derecho 
preferencial, el mismo 
que gozan los 
personeros municipales 
en relación con los 
funcionarios de este 
orden. 
Está determinada: 
 Por el territorio 
 Factor funcional 
 Factor de Conexidad 
 
Es de aclarar que el proceso 
de responsabilidad fiscal, el 
Contralor General de la 
Nación, en cualquier momento 
de la actuación puede asumir 
el conocimiento de una 




 El acusado y su 
apoderado 
 El organismo 
disciplinario 
Ni el quejoso, ni el 
informador son parte de 
proceso 
 El acusado y su 
apoderado 
 El organismo 
fiscalizador 
Ni el quejoso, ni el informador 






investigado tales como: 
conocer la 
investigación, rendir 




apoderado, conocer la 
actuación, etc. 
En cualquier estado de la 
indagación preliminar o del 
proceso de responsabilidad 
fiscal, cuando se establezca 
que la acción fiscal podría 
iniciarse o proseguirse por 
haber operado la caducidad o 
la prescripción, cuando se 
demuestre que el hecho no 
existió o que no es constitutivo 
de daño patrimonial al estado o 
no comporta el ejerció de 
gestión fiscal, o se acredite la 
existencia de una causal 
eximente de responsabilidad 
fiscal o aparezca demostrado 
que el daño investigado ha 
sido resarcido totalmente.  Sin 
embargo podrá reabrirse si 
aparecen o se aportan nuevas 
pruebas que acrediten daño 
patrimonial al Estado. 
 
PRINCIPIOS DE LA 
ACTUACIÓN 
La actuación procesal 
está regida por los 
principios consagrados 
en el Art. 209 de la C.P. 
y además se tendrán en 






La actuación procesal está 
regida por los principios 
generales del derecho, 
consagrados en el Código 
Contencioso Administrativo, 
procedimiento civil y 
procedimiento penal en cuanto 
sean compatibles con el 
proceso de responsabilidad 
fiscal. 
NOTIFICACIONES Las notificaciones 
pueden ser 
personalmente, por 
estrado, por edicto o por 
conducta concluyente. 
Las notificaciones se realizan 
conforme los términos del 
Código Contencioso 
Administrativo. 
RECURSOS  Contra las decisiones 
disciplinarias, en los 
casos, términos y 
condiciones 
establecidos, proceden 
los recursos de 
reposición, apelación y 
Contra las decisiones del 
funcionario competente, en los 
casos, términos y condiciones 
establecidas y los 
determinados por el Código 
Contencioso Administrativo 
proceden los recursos de 
reposición, apelación y queja. 
queja, los cuales se 
interpondrán por escrito. 
La oportunidad para los 
mismos será dentro de 
los cinco (5) días 
siguientes, contados a 
partir de la última 
notificación, si esta se 
realizó por estrados la 
impugnación y 
sustentación solo 







cinco (5) días después 
de la última notificación, 
si contra ellas no 
procede o no se 
interpone recurso. 
Las que decidan los 
recursos quedarán en 
firme el día en que sean 
suscritas por el 
funcionario 
correspondiente y las 
que se dicten en 
audiencia al finalizar 
esta. 
Las providencias quedarán 
ejecutoriadas: 
a. Cinco (5) días hábiles 
después de la última 
notificación, cuando no 
se interpongan los 
recursos o no se 
renuncie expresamente 
a ellos. 
b. Cuando contra ellos no 
proceda ningún 
recurso. 
c. Cuando los recursos 
interpuestos se hayan 
decidido. 
 
NULIDADES Son causales de nulidad 
en el proceso 
disciplinario: 
a. La incompetencia 
del funcionario 
para fallar; 
b. La violación del 
derecho de 
defensa; 
c. La ostensible 
vaguedad o 
ambigüedad de 
los cargos y la 
imprecisión de 
las normas en 
que se 
fundamentan; 
Son causales de nulidad en el 
proceso de responsabilidad 
fiscal: 
a. La falta de competencia 
del funcionario para 
conocer y fallar; 
b.  La violación del 
derecho de defensa del 
implicado; 
c. La comprobada 
existencia de 
irregularidades 
sustanciales que afecten 
del debido proceso. 



















c.3.) Fallo 33 
a. Indagación preliminar 
(Art. 39. Ley 610 de 
2000) 
b. Apertura Proceso de 
Responsabilidad Fiscal 
(Art. 40. Ley 610 de 
2000) 
c. Auto de Imputación de 
Responsabilidad Fiscal. 
(Art. 48 Ley 610 de 
2000)  
d. Fallo con 
responsabilidad Fiscal o 
Fallo sin 
Responsabilidad Fiscal. 
(Art. 53 y 54. Ley 610 de 
2000)  
 
Tabla 2 Diferencias y similitudes de la responsabilidad fiscal y la responsabilidad 
disciplinaria 
Fuente: El autor de la investigación 
 
De lo expuesto se deducen algunas semejanzas y diferencias entre el proceso 
disciplinario y el proceso de responsabilidad fiscal, de las cuales se destacan: 
 
a) En relación con la naturaleza jurídica, ambos son de naturaleza 
administrativa, por cuanto, determinan la responsabilidad del servidor 
público investido de función administrativa durante el ejercicio de la 
función pública. 
b) En los dos tipos de procesos se declara responsabilidad 
administrativa, no obstante, en el fiscal dicha responsabilidad es 
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también patrimonial, toda vez que, como se dijo, el implicado 
mediante el pago de una indemnización pecuniaria debe resarcir el 
daño causado por la gestión irregular, para compensar en esta forma 
el perjuicio sufrido por la respectiva entidad. 
c) La finalidad en el proceso disciplinario es de carácter      sancionatorio 
y tiende a prevenir y garantizar el buen funcionamiento de la gestión 
pública, en tanto que en el proceso fiscal, la declaración de 
responsabilidad tiene una finalidad resarcitoria que pretende obtener 
la indemnización por el detrimento patrimonial causado a la entidad 
estatal. 
4. DESARROLLO CONSTITUCIONAL, LEGAL DEL CONTROL Y LOS 
PROCESOS DE RESPONSABILIDAD FISCAL Y DISCIPLINARIO EN COLOMBIA 
 
El fundamento constitucional del debido procedimiento y la responsabilidad 
disciplinaria de los servidores públicos en Colombia, encuentra su fundamento en 
la Constitución Política de 1991en los artículos 29 y 6 de la misma, prescribiendo la 
norma constitucional en el primer artículo mencionado que ´´El debido proceso se 
aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”34. Además de eso 
“nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 
imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las 
formas propias de cada juicio”35.  
 
Por eso, el debido procedimiento debe ser observado en todas las actuaciones 
judiciales y administrativas en procura de lograr la justicia material y la protección 
del derecho sustancial tendiendo como elemento imperante los derechos 
fundamentales. 
 
El artículo 6 de la Carta Política establece el fundamento clave de la responsabilidad 
disciplinaria de los servidores públicos al plasmar que ´´los particulares sólo son 
                                                          
34BARRETO R. José Vicente. Constitución Política De Colombia, artículo 29, Pág. 14, TRIGESIMA 
PRIMERA ed. BOGOTA D.C. COLOMBIA: LEGIS, 2014. ISBN 97895876709431  
35Ibidem 
responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los 
servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el 
ejercicio de sus funciones´´36. De acuerdo a este artículo se funda la necesidad de 
la importancia de instaurar un régimen disciplinario mediante el cual, por medio de 
un debido proceso, se juzguen las faltas cometidas por los servidores públicos. 
 
Fuera de estos referentes normativos de la carta, se entiende que un régimen 
disciplinario nace también para procurar una actuación transparente y acorde con 
los valores de la carta política a fin de que, se puedan cumplir los fines del estado 
social de derecho siendo los funcionarios quienes, representan al estado y con el 
instrumento para el logro de dichos fines plasmados en el artículo 2 de la 
constitución. 
 
El régimen disciplinario vigente es el Código Disciplinario Único - Ley 734 de 2002 
en el cual se tipifican las faltas sancionables de acuerdo a unas categorías, en 
´´faltas graves, gravísimas y leves´´37 así como, las sanciones aplicables de acuerdo 
a cada una de las faltas descritas38. Con la entrada en vigencia de la Ley 1474 de 
2011 Estatuto Anticorrupción, introdujo nuevas faltas disciplinarias; amplió los 
sujetos disciplinables y modificó el proceso verbal haciéndolo más complejo y 
riguroso. 
 
En principio la titularidad de la acción disciplinaria es del Estado, el cual la ejerce de 
forma preferente por la Procuraduría General De La Nación, quien en ejercicio del 
poder preferente otorgado por la Constitución Política, puede asumir cualquier 
investigación que cursa en las oficinas de control disciplinario de las entidades 
públicas o en la Personerías  
 
                                                          
36Ibídem artículo 6, Pág 9. 
37Congreso de la Republica. Ley 734 De 2002. Décimo Octava ed., Art 42, Pág 151, Bogotá D.C., 
Leyer, 2014. ISBN 9789587691382 
38Ibídem, Pág 15, Art 46. 
En materia probatoria, el proceso disciplinario debe regirse conforme a Código de 
Procedimiento Penal Ley 600 de 2000, en concordancia con su estructura de 
tendencia inquisitiva. De antemano el legislador estableció la incompatibilidad del 
proceso disciplinario con el nuevo Procedimiento Penal reglamentado en la Ley 906 
de 2005, que es de acusatorio con tendencia a la oralidad. 
 
La estructura del proceso disciplinario tiene una estructura similar a la del 
procedimiento penal teniendo como etapas la indagación preliminar, la investigación 
la cual se evalúa y por último, los descargos pruebas y fallo. Se contempla la 
segunda instancia a la cual se accede en principio por los recursos de apelación y 
queja por parte del juzgado. 
 
4.1 LOS PILARES DEL CAMBIO A PARTIR DE LA CONSTITUCIÓN DE 1991. 
 
Con la Constitución de 1991, el control fiscal constitucionalmente da un giro total a 
la forma como se debe llevar el control fiscal en nuestro país.  
 
En primer lugar, se elimina el control numérico legal y se da paso al posterior y 
selectivo (Art. 267 C.P.) es decir, que no se realice sobre todos y cada uno de los 
recursos, actividades o cuentas sino sobre una muestra técnicamente elaborada, a 
partir de la cual se pueda deducir conclusiones precisas sobre el universo 
respectivo, sugiriendo y adoptando los correctivos a que hubiere lugar, 
fundamentado en la eficiencia, la economía, la eficacia y la valoración de los costos 
ambientales.  Se concibe a la Contraloría como una entidad técnica con autonomía 
presupuestal y administrativa. 
 
La Asamblea Nacional Constituyente, avocó como uno de sus temas fundamentales 
el del control fiscal, la necesidad de tecnificarlo y la imperiosa tarea de liberar a las 
Contralorías del clientelismo y la politización, vocablos estos últimos empleados con 
alguna frecuencia en el curso de las deliberaciones correspondientes a la comisión 
V que fue la encargada de estudiar en general los asuntos económicos, sociales y 
ambientales.  
 
A través de la Ley 42 de 1993, se establecen los procedimientos, sistemas y 
principios para el ejercicio de la vigilancia fiscal y se reglamenta el proceso de 
responsabilidad fiscal, el cual debe ser adelantado en dos etapas: investigación y 
juicio. 
 
La ley 42 de 1993 da a las Contralorías la función de vigilar el Estado a través de la 
implementación de controles financieros, de legalidad, de gestión, de resultados y 
la evaluación de los sistemas de control interno, así como el diseño y organización 
de sistemas de evaluación de gestión y resultados de la administración pública. 
La misma Constitución en su artículo 267 eliminó el ejercicio del control previo por 
parte de las Contralorías, reemplazándolo por un control posterior y selectivo cuya 
finalidad es vigilar y evaluar la gestión fiscal del estado y de los particulares o 
entidades que manejen fondos o bienes de la nación. 
 
En 1993 se produce todo el desarrollo normativo general de estas disposiciones 
constitucionales, a través de las leyes 87, 2 y 80, mediante las cuales, se dota a los 
organismos y entidades del Estado de lineamientos claros sobre la implementación 
y desarrollo del sistema de Control internos, al mismo tiempo que se genera un 
mecanismo para evaluar la calidad, el nivel de confianza, la eficacia y la eficiencia 
del Sistema de Control Interno del Estado. 
 
En 1994, con el decreto 1826 y la Directiva Presidencial 02, se concretan acciones 
por el Presidente de la República, como máxima autoridad administrativa para 
posibilitar la implementación de los Sistemas de Control Interno en las entidades y 
organismos del orden nacional mediante la creación de las Oficinas de Control 
Interno en la estructura de Ministerios y Departamentos Administrativos, adscritas 
al Despacho del respectivo Ministro o Director de Departamento Administrativo y 
dando las bases para la organización de Comités de coordinación de Control Interno 
como instancia de retroalimentación al interior de cada entidad del Estado, así como 
mediante la fijación de directrices para el desarrollo de la función de control interno 
en todas las entidades de la rama ejecutiva del orden nacional. 
 
En 1995, como estrategia de la Política Estatal de Lucha Contra la Corrupción, se 
articula el control social, ejercido a través de las quejas y reclamos de los usuarios 
de la Administración con el control interno, al asignarle, a las Oficinas de Control 
Interno el deber de vigilar la adecuada atención a las solicitudes de los ciudadanos. 
En 1996, mediante el Decreto 280, se generan mecanismos articuladores del control 
en todas las entidades del Estado e impulsores de la implementación de los 
sistemas de control interno en las mismas, mediante la creación del Consejo Asesor 
del Gobierno Nacional en materia de Control Interno para las entidades del Orden 
Nacional y territorial, presidido por el Director del Departamento Administrativo de 
la Presidencia de la República y la formalización del Comité Interinstitucional de 
Control Interno, integrado por los jefes de oficina de control interno de la mayoría de 
organismos y entidades del orden nacional y representantes del orden territorial, 
como instancia para intercambiar y compartir experiencias en materia de control 
interno por parte de los mencionados jefes de oficina de Control Interno. 
 
En 1997 se redefinen los elementos específicos del Sistema, en armonía con los 
elementos generales contemplados en la Ley 87 de 1993.  Igualmente, en este año, 
mediante el decreto 2070, se asigna la Presidencia del Consejo Asesor al Director 
del Departamento administrativo de la función Pública y se adicionan los miembros 
del consejo Asesor con el Contador General y el Jefe de la Oficina de Control interno 
del mismo Departamento Administrativo. 
 
En 1998, con la expedición de la Ley 489, Estatuto Básico de la Administración 
Pública, se crea el Sistema Nacional de Control Interno como instancia de 
articulación del sistema en todo el Estado, bajo la dirección y coordinación del 
Presidente de la República, como máxima autoridad administrativa. 
 
En 1999, con el Decreto Reglamentario 2145, se consolida el papel de las diferentes 
instancias en materia de control interno dentro del Sistema Nacional, se establece 
por primera vez la obligación para todas las entidades del Estado de presentar al 
Consejo Asesor un informe anual sobre el avance del sistema de control interno 
institucional; se hace claridad sobre el papel de esta Oficina en cada uno de los 
procesos fundamentales de la administración y se fortalece aún más el Consejo 
Asesor como organismo consultivo del Gobierno Nacional, adscrito al Departamento 
Administrativo de la Función Pública. 
 
El proceso de responsabilidad Fiscal tiene un vuelco total, mediante la Ley 610 de 
2000 se reduce a una sola etapa.  Se define el concepto de gestión fiscal, los 
elementos para la responsabilidad fiscal, se fijan los términos para la caducidad y la 
prescripción y se extiende dicha responsabilidad a los herederos como 
consecuencia de la muerte del presunto responsable. 
 
Con la promulgación de esta ley, se infiere la existencia de una rama de derecho 
fiscal, sin desconocer que tendría una doble naturaleza administrativa y resarcitiva, 
de conformidad con los artículos 1 y 4 de la ley 610 de 2000.  Esta ley, más que 
establecer el trámite del proceso de responsabilidad fiscal de competencia de las 
contralorías, consagra un verdadero estatuto procesal en materia de 
responsabilidad fiscal, a partir de la cual, esta rama del derecho empieza a  adquirir 
identidad propia y la autonomía necesaria para diferenciarse de tipos de 
responsabilidades. 
 
El año 2001, se caracteriza en materia de normatividad sobre control interno, por la 
expedición de normas con mayor contenido técnico que jurídico que propician el 
desarrollo de estrategias institucionales para la implementación más integral del 
sistema de control interno. 
 
El 24 de junio de 2002 se expide la Ley 734 de 2006, por medio de la cual, se expide 
el Nuevo Código Disciplinario Único, donde se contempla como deber de todos los 
servidores públicos Adoptar el Sistema de Control Interno y función independiente 
de auditoría interna de que trata la Ley 87 de 1993 y demás normas que la 
modifiquen o complementen. 
La nueva carta política en su artículo 275 define de manera inequívoca, el nuevo 
carácter del Ministerio Público: Órgano autónomo frente a las demás ramas del 
Estado y asigna al Procurador General de la Nación su suprema dirección. 
En cuanto a su composición, se suprimen los fiscales de tribunales superiores de 
distrito y los demás fiscales de juzgados que contemplaba el artículo 144 de la Carta 
anterior; en su reemplazo, se instituyen los procuradores delegados y agentes del 
Ministerio Público para ejercer la función de control sobre la conducta de todos los 
servidores públicos - incluidos los de elección popular -, a fin de salvaguardar el 
imperio del Derecho, la eficacia del orden jurídico, los derechos humanos y los 
intereses de la sociedad. 
 
4.2 LA LEY 201 DE 1995 
 
La Ley 201 de 1995 a la luz de la nueva Constitución Política de Colombia, asume 
la naturaleza jurídica de la Procuraduría General de la Nación, en tanto máximo 
organismo del Ministerio Público con autonomía administrativa, financiera, 
presupuestal y técnica para el ejercicio de sus funciones de órgano de control. 
Se destaca la creación del Instituto de Estudios del Ministerio Público como una 
unidad administrativa especial con carácter académico y con las funciones de asistir 
al Procurador en el desarrollo de programas de capacitación orientados a favorecer 
la calidad administrativa, a facilitar el reconocimiento y respeto de los derechos 
humanos de los distintos grupos existentes en la sociedad colombiana. 
Con el ánimo de vigorizar la lucha contra el enriquecimiento ilícito y contra la 
corrupción administrativa, se otorga más jerarquía a la Oficina de Investigaciones 
Especiales y se le asigna la categoría de Dirección adscrita al despacho del 
Procurador con la función de prestar la asesoría y la colaboración técnico-científica 
que requieran las distintas dependencias en las materias señaladas. 
Se crea la Oficina de Control Interno, responsable de la aplicación de los 
mecanismos de gestión de control en las áreas de auditoría funcional, 
administrativa, financiera, de sistemas y comunicaciones, para efectuar las 
evaluaciones periódicas en materia de productividad y eficacia. 
Merece especial mención la creación del Centro de Atención al Público, CAP, que 
tiene la responsabilidad de acercar la Procuraduría a los ciudadanos y facilitar la 
participación de los mismos en el control disciplinario con la función de recibir, 
diligenciar y coordinar el trámite de las quejas que se presenten en forma personal 
o por escrito, y la de orientar e informar a los ciudadanos sobre el curso del proceso 
disciplinario que se derive de dichas denuncias. 
Se crea la Procuraduría Delegada para la Vigilancia del Ejercicio Diligente y 
Eficiente de las Funciones Administrativas, como desarrollo expreso y puntual del 
numeral 5 del artículo 277 de la Constitución Política.  Tal creación es uno de los 
grandes avances en el proceso de modernización del Ministerio Público; mediante 
esta Delegada tendrá ocurrencia el papel preventivo de la Procuraduría, que tiende 
a asegurar el cumplimiento de las funciones administrativas, de coordinación, 
complementariedad e intermediación para el mejor ejercicio de las competencias de 
la Nación, los departamentos y los municipios.  En materia de ordenamiento 
territorial, se crean las procuradurías regionales, las distritales y las metropolitanas, 
con las competencias correspondientes. 
El Ministerio Público ante las autoridades judiciales para la defensa del orden 
jurídico, del patrimonio público y de los derechos y garantías fundamentales es 
concebido en la Ley de tal manera que la cobertura será extensiva a todas las 
variaciones introducidas por la Carta Constitucional, con la asignación de los 
procuradores delegados en cada caso. 
La Ley 201 de 1995, en materia de carrera administrativa y de nomenclatura de 
empleos, homologa la clasificación de los servidores de la Procuraduría con la de la 
rama ejecutiva: niveles directivo, asesor, ejecutivo, profesional, técnico y operativo. 
 
En cuanto al Decreto 262 de 2000 a manera de síntesis, se plantean los principales 
cambios estructurales que aporta la norma en mención: se crean la Sala 
Disciplinaria, y de manera autónoma la Procuraduría Auxiliar para Asuntos 
Disciplinarios y la Procuraduría Auxiliar para Asuntos Constitucionales; el Instituto 
de Estudios del Ministerio Público, en tanto unidad administrativa especial, asume 
el carácter de adscrito a la Procuraduría General; desaparece la denominación de 
procuradurías departamentales y metropolitanas; el nivel territorial queda 
conformado, entonces, por las procuradurías regionales, provinciales y distritales; 
se crea la Procuraduría Delegada para la Moralidad Pública; las divisiones jurídica 
y de sistemas y el grupo de selección y carrera se convierten en dependencias del 
despacho del Procurador General. 
 
4.3 REFERENTES JURISPRUDENCIALES   
 
En la Sentencia C-692/08 la Corte Constitucional establece cuales son los valores 
y principios sobre los cuales debe estar fundado el derecho disciplinario en pro de 
mantener un orden garante del debido procedimiento encaminado a un orden justo. 
Los principios que enuncia la corte son: “(i) el principio de legalidad de la falta y de 
la sanción disciplinaria, (ii) el principio de publicidad, (iii) el derecho de defensa y 
especialmente el derecho de contradicción y de controversia de la prueba, (iv) el 
principio de la doble instancia, (v) la presunción de inocencia, (vi) el principio de 
imparcialidad, (vii) el principio de non bis in idem, (viii) el principio de cosa juzgada 
y (ix) la prohibición de la reformatio in pejus.”39 
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En Sentencia C-030/12 la Corte Constitucional recalca cual es la importancia de la 
potestad sancionadora del Estado la cual, radica en el logro de los fines que la 
norma constitucional le prescribe los que, se encuentran plasmados en el artículo 2 
de la misma norma constitucional, consistiendo está básicamente en la atribución 
que le da la norma al estado de imponer sanciones y juzgar a los servidores públicos 
que cometan faltas tipificadas en el ordenamiento jurídico. 
 
En la norma se atribuye la competencia a las oficinas disciplinarias de las entidades 
públicas o al ministerio público y los consejos seccionales de la judicatura además 
´´En el ámbito específico del derecho disciplinario, la potestad sancionadora de la 
administración se concreta en la facultad que se le atribuye a los entes públicos de 
imponer sanciones a sus propios funcionarios, y su fundamento constitucional se 
encuentra en múltiples normas de orden superior, tales como los artículos 1º, 2º, 6º, 
92, 122, 123, 124, 125, 150-2, 209 y 277 de la Carta Política40´´. 
 
En la Sentencia C-370/12 limita la libertad de configuración legislativa en materia 
disciplinaria que tiene el Congreso ya que, la creación de una ley procesal debe 
observar los principios y valores constitucionales y más aún, los relacionados al 
principio del debido procedimiento así como los fines del todo proceso  ya que como 
dice la corte ´´esta Corporación ha reconocido que existe una amplia libertad de 
configuración del legislador para el desarrollo del derecho disciplinario siempre y 
cuando se respeten los principios y valores constitucionales, la vigencia de los 
derechos fundamentales de los ciudadanos, los principios de razonabilidad, 
proporcionalidad y prevalencia del derecho sustancial sobre lo adjetivo41´´. 
 
En la Sentencia C-315/12, la Corte Constitucional aclara que hay una diferencia de 
las garantías que establece el derecho del debido procedimiento las cuales son las 
garantías mínimas previas la cuales son: “(i) el derecho de acceso a la 
administración de justicia con la presencia de un juez natural; (ii) el derecho a ser 
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informado de las actuaciones que conduzcan a la creación, modificación o extinción 
de un derecho o a la imposición de una obligación o sanción; (iii) el derecho de 
expresar libre y abiertamente sus opiniones; (iv) el derecho de contradecir o debatir 
las pretensiones o excepciones propuestas; (v) el derecho a que los procesos se 
desarrollen en un término razonable y sin dilaciones injustificadas y, (vi) el derecho 
a presentar pruebas y controvertir las que se alleguen en su contra.”42 
 
Por otra parte, existe otra clase de garantías procesales que son, las garantías 
posteriores que son ´´la posibilidad de cuestionar la validez jurídica de una decisión 
administrativa, mediante los recursos de la vía gubernativa y la jurisdicción 
contenciosa administrativa43´´. 
5. CONSULTORIO JURÍDICO UNIVERSIDAD LIBRE 
Hablar del consultorio jurídico y el centro de conciliación en el ámbito universitario, 
nos remite inexorablemente al matiz que les otorgó el Decreto Ley 196 de 1971, la 
Ley 583 de 2000, la Ley 446 de 1998 y la Ley 640 de 2001, cuando establecen las 
primeras, la incorporación obligatoria del Consultorio Jurídico dentro de la malla 
curricular de los programas de derecho, y autorizan las segundas, a los consultorios 
jurídicos de Facultades de Derecho la creación de centros de conciliación para llevar 
a cabo transacciones, desistimientos y conciliaciones.  
 
Así, el consultorio jurídico, se convierte en un espacio de respaldo al acceso y a la 
administración de justicia, en términos de inclusión social. Es en el espacio del 
consultorio jurídico donde se permite este movimiento, con base en un diseño 
pedagógico y didáctico que contemple no solo la naturaleza asistencial de la 
práctica jurídica, sino también los problemas de época que motiven al estudiante a 
pensar y hacer en contexto, que los movilice a indagar y a cargar de sentido la 
competencia.  
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María Victoria Calle Correa, Bogotá, D.C., 2 de mayo de 2012. 
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El consultorio jurídico es el laboratorio adecuado para proponer estrategias 
pedagógicas y didácticas que articulen el aprendizaje del derecho con las 
necesidades del entorno. Los docentes, somos los llamados a estimular en el 
estudiante de práctica, competencias básicas, desde sus conocimientos, 
habilidades y principios éticos. 
 
Diseñando e implementando adecuadas herramientas didácticas desde consultorio 
jurídico, que permitan articular práctica con teoría, se puede sustentar a futuro, un 
cambio curricular profundo, que apunte al sistema competencial, en todas las 
asignaturas del programa de derecho. 
La Consiliatura de la Universidad Libre, en ejercicio de sus atribuciones legales y 
estatutarias, acuerda expedir el reglamento del Consultorio Jurídico de las 
Facultades de Derecho, por medio del acuerdo 11 de diciembre 4 de 2002. 
 
El Consultorio Jurídico es una asignatura del plan de estudios de las Facultades de 
Derecho, que se desarrolla de conformidad con las normas vigentes. Sus objetivos 
son:  a. Formar en el estudiante una conciencia crítica constructiva para el ejercicio 
de sus derechos y el cumplimiento de sus deberes, con fundamento en la función 
social de la educación; b. Buscar la formación de profesionales en todas las áreas 
del conocimiento, que sobresalgan por la entereza moral, excelencia académica, 
amor al estudio y la investigación, decisión de luchar en defensa de la democracia, 
la libertad y la dignidad del hombre y, por tanto, personas tolerantes, respetuosas 
de las creencias y derechos de los demás; c. Prestar asistencia jurídica gratuita a 
personas de escasos recursos económicos; d. Recomendar la celebración de 
convenios con entidades públicas, empresas privadas, organizaciones no 
gubernamentales, representaciones diplomáticas de países extranjeros, Cámaras 
de Comercio, organizaciones sindicales y juntas de acción comunal, que sirvan 2 
para el desarrollo institucional del Consultorio Jurídico. 
 
El Consultorio Jurídico depende directamente de la Decanatura de la Facultad de 
Derecho. Son estudiantes adscritos al Consultorio Jurídico los alumnos que 
registren la asignatura prevista en el plan de estudios, y hayan cumplido con los 
requisitos internos que señala este reglamento. Los estudiantes del Consultorio 
Jurídico tienen los siguientes derechos a) Obtener las correspondientes 
certificaciones que los acreditan como miembros activos del Consultorio Jurídico; 
dentro de los dos días hábiles siguientes a la fecha de reparto del proceso asignado. 
y los siguientes deberes a.) Inscribirse en el Consultorio Jurídico dentro del término 
fijado en el plan calendario; b.) Atender al público y permanecer en las sedes 
durante los turnos establecidos; c.) Diligenciar debidamente las entrevistas en los 
casos de competencia del Consultorio Jurídico, bajo estricta supervisión del profesor 
de turno; d.) Asumir el conocimiento del caso asignado, en forma diligente y 
ordenada, en coordinación con el interesado, para obtener todos los datos y pruebas 
pertinentes para la gestión encomendada; 3 e.) Impulsar y tramitar eficientemente 
los procesos asignados con estricta observancia de la ética profesional; Bajo la 
asesoría del profesor asesor. f.) Llevar la historia de los procesos en sus 
correspondientes carpetas, las que permanecerán en la oficina jurídica del 
consultorio; g.) Rendir los informes de los procesos asignados dentro de las fechas 
señaladas en el respectivo calendario.  
 
El programa de la asignatura Consultorio Jurídico está conformado por dos (2) áreas 
que se desarrollan de manera presencial y en forma práctica, denominadas así: a. 
Intervención en procesos; b. Cumplimiento y desempeño en los turnos asignados 
en las diferentes sedes del Consultorio Jurídico y su Centro de Conciliación.  
El Consultorio Jurídico tendrá competencia en los siguientes asuntos: a) En los 
procesos penales de que conocen los jueces municipales y los fiscales delegados 
ante éstos, así como las autoridades de policía, en condición de apoderados de los 
implicados; b) En los procesos penales de competencia de la jurisdicción ordinaria, 
como representante de la parte civil. c) De oficio, en los procesos penales como 
voceros o defensores en audiencia: d) En los procesos laborales, en que la cuantía 
de la pretensión no exceda de 20 salarios mínimos legales mensuales vigentes y en 
las diligencias administrativas de conciliación en materia laboral. e) En los procesos 
civiles de que conocen los jueces municipales en única instancia; f) En los procesos 
de alimentos que se adelanten ante los jueces de familia; g) De oficio, en los 
procesos disciplinarios de competencia de las personerías municipales y 
Procuraduría General De la nación; las autoridades administrativas, los organismos 
de control y las entidades constitucionales autónomas. h) A petición de parte 
interesada, tramitar derechos de petición, acción de tutela y acción popular, con 7 
fundamento en los artículos 23,29,86,87 y 88 de la Constitución Nacional. i). Y los 
que la Ley establezca.  
 
Los docentes de Consultorio Jurídico tienen el deber de:  a) Orientar y dirigir la 
consulta, certificando con su visto bueno el diligenciamiento de la hoja de consulta 
y/o entrevista diseñados para el efecto. b) Controlar la asistencia de asistentes 
docentes y estudiantes; c) Revisar y autorizar los asuntos de acuerdo con la 
competencia del Consultorio Jurídico y Centro de Conciliación y firmar las 
actuaciones correspondientes de los estudiantes ante los despachos judiciales y 
administrativos; d) Participar en los talleres de inducción que señale la dirección del 
Consultorio Jurídico y Centro de Conciliación con ocasión del ingreso de los nuevos 
alumnos; e) Dictar conferencias, programar reuniones y mesas redondas con los 
estudiantes. f) Calificar los procesos llevados por los estudiantes en cuatro (4) 
oportunidades. g) Las demás que el Director del Consultorio Jurídico y el Comité 
Asesor le señalen.  
 
CAPÍTULO 2 PROPUESTA PARA FORTALECER EL MANEJO DE PROCESOS 
DE RESPONSABILIDAD FISCAL Y DISCIPLINARIO EN EL CONSULTORIO 
JURÍDICO DE LA UNIVERSIDAD LIBRE 
1. CONTEXTUALIZACIÓN DE LA UNIVERSIDAD LIBRE 
 
Ilustración 2. Universidad Libre, sede Campus Bosque 
El Consultorio Jurídico es una dependencia administrativa que depende de la 
facultad de Derecho y orienta sus servicios en dos áreas: Turnos y procesos. 
Prestando los servicios a la población de bajos recursos económicos que no 
pueden pagar los honorarios de un abogado para que los asesore y/o 
representen en un proceso judicial donde se garanticen sus derechos.  
 
El horario de atención para usuarios externos es: DE LUNES A JUEVES 
 
2. PROPUESTA  
2.1  INTRODUCCIÓN 
Si bien es cierto, que es  justamente en el consultorio jurídico  de las facultades de 
derecho  donde  los estudiantes  ponen en práctica los conocimientos adquiridos a  
lo largo de su carrera, no es menos cierto que esa no es una metodología acertada 
de aprendizaje, toda vez, que no es un  procedimiento de aprendizaje a través de la 
práctica; esta metodología supone un método, de ensayo-error; y posterior 
corrección, es un aprendizaje a través de la aproximación  sucesiva hasta llegar a 
su perfección.  
 
Contrario a esta, metodología de aprendizaje a través de la práctica, el consultorio 
jurídico además de ser una materia mediante la cual se desarrolla la función social 
de brindar acceso a la justicia a las personas de escasos recursos, es el escenario 
donde el estudiante debe poner en práctica todos sus conocimientos adquiridos 
durante la carrera, pues es allí donde se enfrenta a casos reales de la vida nacional, 
de   los  que sufre comúnmente un Colombiano promedio de escasos recursos. 
 
De igual manera, con la expedición de las leyes 610 y 734 de 2002, los alumnos 
pertenecientes a los consultorios jurídicos fueron, facultados por las mencionadas 
leyes, para ser defensores de oficio en los procesos disciplinarios y de 
responsabilidad, rompiendo la filosofía de ser “abogados de pobres” para de esta 
manera pasar a ser defensores de los gerentes, alcaldes, gobernadores y en fin a 
funcionarios que le han fallado de una u otra manera al estado como su empleador.  
 
Esta función social “de servir de abogado de pobres” ya no se cumple de manera 
directa con los investigados, ya sea por responsabilidad fiscal o por un proceso 
disciplinario, esta deja de ser una función social en favor de las personas menos 
favorecidas para convertirse en una función social en favor del Estado, para que 
ese tipo de procesos no prescriban ni caduquen en manos de los funcionarios 
encargados de dicha labor.  
 
Es por esta entre otras razones que los citados procesos, merecen una atención 
especial y considero que con la expedición de este manual se contribuirá en el 
mejoramiento de este desempeño estudiantil, teniendo en cuenta que estos dos 
procesos no se ven, ni siquiera tangencialmente en la práctica o derecho procesal 
administrativo.    
 
Adicionalmente, esta solución de facultar a los estudiantes para que sirvan de 
defensores de oficio en los citados procesos, nace de la dificultad o de la ausencia 
de los protagonistas de los mismos, pues al no comparecer los disciplinados o los 
sujetos de imputación por detrimento patrimonial, al proceso, se corre el riesgo de 
que ellos caduquen o prescriban en manos de los funcionarios del estado y es por 
esta razón que surge la facultad de los estudiantes a fin de garantizar una defensa 
técnica o un debido proceso.  
 
En dichos procesos no se verifica la calidad del defendido, ya que la facultad de 
servir de defensor de oficio nace por ministerio de la ley, lo que la convierte en un 
imperativo, donde no importa la calidad del sujeto a representar el que generalmente 
es un funcionario de alto rango, que, en el peor de los casos, con el solo hecho de 
ser un funcionario o servidor público se podría afirmar que cuenta con los recursos 
necesarios para asumir su defensa.  
 
La  propuesta para fortalecer el manejo de procesos de responsabilidad fiscal y 
disciplinario en el consultorio jurídico de la Universidad Libre se compone de cuatro 
unidades;  cada unidad cuenta con dos talleres, en donde se hicieron ejercicios de 
acuerdo con cada una de las categorías de: I. Conocimiento de las leyes II. 
Conocimiento de procesos y III. Actuación en procesos 
2.2 OBJETIVO GENERAL DE LA PROPUESTA 
 
Implementar una propuesta que sugiere una mejora en el fortalecimiento del manejo 
de procesos de responsabilidad fiscal y disciplinario en el consultorio jurídico de la 
Universidad Libre mediante un curso de actualización 
2 .3 OBJETIVOS ESPECÍFICOS DE LA PROPUESTA 
 Mejorar el desempeño de los estudiantes en consultorio jurídico en procesos 
de carácter disciplinario y fiscal. 
 Brindar herramientas que mejoren los conocimientos de los estudiantes en 
los procedimientos disciplinario y fiscal.  
2.4  CRONOGRAMA 2017 PARA EL DESARROLLO DE LA PROPUESTA  
 
ACTIVIDADES FECHA RESPONSABLES DIRIGIDO A TIEMPO 
UNIDAD 1       CONOCIMIENTO DE LAS LEYES  
TALLER  N°1 SISTEMAS DE CONTROL EN COLOMBIA 
La constitución de 1991 y 
los sistemas de control en 
Colombia 
Control Político 
Control judicial  
Enero 17  Docente Jorge Mejia Estudiantes 
adscritos a 
Consultorio 





Trabajo practico   Estudiantes 
adscritos a 
Consultorio 





TALLER 2 Ley 734 de 2002 y  Ley  610 de 2000  
Diferencias y similitudes 
de la responsabilidad 
fiscal y la responsabilidad 
disciplinaria Ley 734 de 
2002 y 610 de 2000 
Enero 24  Docente Jorge Mejia Estudiantes 
adscritos a 
Consultorio 





Sesión de discusión del 
tema, reflexión  y aportes. 
 
 
Docente Jorge Mejia Estudiantes 
adscritos a 
Consultorio 




UNIDAD 2 EL CONTROL  FISCAL EN COLOMBIA. 
 TALLER N° 3 Control fiscal como función pública 
CONTROL FISCAL EN 
COLOMBIA  





Concepto de control fiscal.
  
Antecedentes históricos del 
control fiscal  
Control fiscal como función 
pública  
Sistemas de Control en 
Colombia Principios y 
características del proceso 
de responsabilidad fiscal. 
 
  
Jurídico de la  
Universidad 
Libre 
Sesión de discusión del 
tema, reflexión y aportes. 
 
 
 Docente Jorge Mejia Estudiantes 
adscritos a 
Consultorio 





TALLER N° 4 Práctica Jurídica en el control fiscal 
Conferencia. Febrero 
7 
Docente Jorge Mejia Estudiantes 
adscritos a 
Consultorio 




Sesión de discusión del 
tema, reflexión  y aportes 
Docente Jorge Mejia Estudiantes 
adscritos a 
Consultorio 




UNIDAD 3 EL PROCESO DISCIPLINARIO EN COLOMBIA  
TALLER N°5. La falta y la acción disciplinaria 
Concepto de Control 
Disciplinario.  
La falta disciplinaria 
 La acción disciplinaria 
Diferencias y similitudes 
de la responsabilidad 
fiscal y la responsabilidad 
disciplinaria Ley 734 de 
2002 y 610 de 2000  
Febrero 
14 
Docente Jorge Mejia Estudiantes 
adscritos a 
Consultorio 





Sesión de discusión del 
tema, reflexión y aportes. 
 
 
Docente Jorge Mejia Estudiantes 
adscritos a 
Consultorio 





TALLER 6 CAPACIDAD PARA ACTUAR EN LOS PROCESOS FISCALES Y 
DISCIPLINARIOS ESTUDIANTES CONSULTORIO JURIDICO 




Docente Jorge Mejia Estudiantes 
adscritos a 
Consultorio 




Sesión de discusión del 
tema, reflexión  y aportes. 
 
 
Docente Jorge Mejia Estudiantes 
adscritos a 
Consultorio 




UNIDAD 4 ACTUACIÓN PROCESAL. PROCESO FISCAL Y PROCESO DISCIPLINARIO   
TALLER N°7  PROCESO FISCAL 
Conferencia acerca de 
Referentes conceptuales 
sobre el proceso fiscal 
Febrero 
28  








PRACTICA SALA DE 
AUDIENCIAS  
 








TALLER 8  PROCESO DISCIPLINARIO  




















Tabla 3 Cronograma 2017 para el desarrollo de la propuesta 
Fuente: El autor de la investigación 
 
2.5 DESARROLLO DE LAS UNIDADES 
 
Los estudiantes de Derecho tal como lo establece el Decreto 2566 de 2.003, deben 
tener como mínimo las siguientes competencias: cognitivas, investigativas, 
argumentativas, interpretativas o hermenéuticas, comunicativas, propositivas, 
axiológicas, profesionales. 
  
En cuanto al marco institucional, es claro la esencia del concepto de educación 
manejado por la Universidad Libre que constituye la formación de libres pensadores, 
siguiendo el pensamiento del fundador Benjamín Herrera, principio complementado 
con el reconocimiento de un ser humano  formado para impulsar  el desarrollo 
sostenible, la solución  pacífica  de los conflictos, el respeto a las diferentes  culturas, 
regionales y étnicas 
UNIDAD 1       CONOCIMIENTO DE LAS LEYES 
TALLER  N°1 SISTEMAS DE CONTROL EN COLOMBIA 
Conferencia: La constitución de 1991 y 
los sistemas de control en Colombia. 
Control Político. Control judicial. 
Duración: 120 minutos 
Se realiza una conferencia sobre el 
tema que se resume así: 
Trabajo práctico. 
Duración. 60 minutos 
  
En el ejercicio práctico se le pide al estudiante 





TALLER 2 LEY 734 DE 2002 Y  LEY  610 DE 2000 
Conferencia: Diferencias y similitudes de la 
responsabilidad fiscal y la responsabilidad 
disciplinaria Ley 734 de 2002 y 610 de 2000. 




Duración. 60 minutos. 
Con base en la información se le da 
una lista de situaciones al estudiante 
y él debe determinar qué tipo de 
responsabilidad se endilga: 
1. ¿Los daños patrimoniales 
causados como consecuencia de 
sentencias adversas al Estado 
(nulidad y restablecimiento de 
derecho), cuyo resarcimiento 
puede intentarse por la acción de 
repetición (art. 90 Constitucional 
y Ley 678 de 2001) también 
puede ser considerado como 
hecho generador del proceso de 
responsabilidad fiscal o 
disciplinaria?  
3. ¿Una persona jurídica de 
derecho público o ente 
estatal, cuando por convenio 
ejecuta contratos, 
interventorías o consultorías 
para los entes del Estado 
  
 
puede ser vinculada como 
presunto responsable l en el 
proceso de responsabilidad 
fiscal o disciplinario? 
4. Cuando se declara la 
prescripción de cualquier tipo 
de impuesto, ¿se debe 
considerar que se ha 
producido un daño al 
patrimonio del estado y se 
debe dar curso al proceso de 
responsabilidad fiscal o 
disciplinaria? ¿A quién o 
quiénes (cargos o roles) se 
debe vincular como presuntos 
responsables fiscales o 
disciplinarios? 
5.  ¿En materia de contratación 
el ordenador del gasto que 
delega puede ser vinculado al 
proceso de responsabilidad 
fiscal o disciplinaria?  
 
UNIDAD 2 EL CONTROL FISCAL EN COLOMBIA. 
TALLER N° 3 CONTROL FISCAL COMO FUNCIÓN PÚBLICA 
Conferencia: Concepto de control fiscal. 
Antecedentes  históricos del control fiscal. 
Control fiscal como función pública. 
Sistemas de Control en Colombia
 Principios y características del 
proceso de responsabilidad fiscal 
 
Duración: 120 minutos 
Se realiza una conferencia sobre el tema 
que se resume así: 
Sesión de discusión del tema, reflexión y 
aportes  
Duración. 60 minutos. 
Con base en la siguiente diapositiva se 
abre la reflexión:  
  
 
TALLER N° 4 TALLER N° 4 PRÁCTICA JURÍDICA EN EL CONTROL FISCAL 
Conferencia: 
 
Duración: 120 minutos 
Se realiza una conferencia sobre el tema. 
Sesión de discusión del tema, 
reflexión y aportes  
Duración. 60 minutos 
 
UNIDAD 3 EL PROCESO DISCIPLINARIO EN COLOMBIA 
TALLER N°5. LA FALTA Y LA ACCIÓN DISCIPLINARIA 
Conferencia: 
Concepto de Control Disciplinario.  
La falta disciplinaria 
 La acción disciplinaria 
 
Duración: 120 minutos 
Se realiza una conferencia sobre el tema que se 
resume así: 
Sesión de discusión del tema, 
reflexión y aportes  
Duración. 60 minutos 
  
TALLER 6 CAPACIDAD PARA ACTUAR EN LOS PROCESOS FISCALES Y 
DISCIPLINARIOS ESTUDIANTES CONSULTORIO JURIDICO 
Conferencia: 
 
Duración: 120 minutos 
Se realiza una conferencia sobre el tema: 
 
Sesión de discusión del tema, 
reflexión y aportes  
Duración. 60 minutos 
 
UNIDAD 4 ACTUACIÓN PROCESAL. PROCESO FISCAL Y PROCESO DISCIPLINARIO 
TALLER N°7  PROCESO FISCAL 
Conferencia: 
 
Duración: 120 minutos 
Se realiza una conferencia sobre el tema  
Sesión de discusión del tema, 
reflexión y aportes  
Duración. 60 minutos 
 PRÁCTICA SALA DE AUDIENCIAS  
 
TALLER 8  PROCESO DISCIPLINARIO 
Conferencia: 
 
Duración: 120 minutos 
Se realiza una conferencia sobre el tema que se 
resume así: 
 
Sesión de discusión del tema, 
reflexión y aportes  
Duración. 60 minutos 
PRÁCTICA SALA DE AUDIENCIAS  
 
 
2.6 VALIDACIÓN DE LA PROPUESTA POR JUICIO DE EXPERTOS 
 
Se hace con el fin de evaluar la pertinencia de la propuesta que busca mejorar el 
fortalecimiento del manejo de procesos de responsabilidad fiscal y disciplinario en 
el consultorio jurídico de la Universidad Libre mediante un curso de actualización 
EVALUACIÓN DE EXPERTOS. PROCESAMIENTO A TRAVÉS DEL MÉTODO 
DELPHY. 
 
El juicio de expertos es un método de validación útil para verificar la fiabilidad de 
una investigación que se define como “una opinión informada de personas con 
trayectoria en el tema, que son reconocidas por otros como expertos cualificados 
en éste, y que pueden dar información, evidencia, juicios y valoraciones”44 .  
 
La experiencia de validación por expertos que se presenta a continuación se 
enmarca metodológicamente en la tesis de maestría “propuesta para fortalecer el 
manejo de procesos de responsabilidad fiscal y disciplinario en el consultorio jurídico 
de la Universidad Libre”. 
  
Como criterio de selección, se optó por un grupo de tres expertos cuya trayectoria 
se caracteriza por una larga experiencia en el tema  evaluado, Como modalidad de 
evaluación se prefirió la individual, a través de un cuestionario escrito que cada uno 
de los jueces debía responder, sin mantener un contacto entre ellos.45 
 
Para la escogencia de los expertos se llevaron a cabo 4 momentos según los 
cubanos Oñate, N. y Martínez, L.  los describen en su texto “Utilización del método 
Delphy en la pronosticación: Una experiencia inicial Instituto de Investigaciones 
Económicas”46, así:  
 
Primer momento: Se elaboró una lista de 5 candidatos expertos, todos de 
competencia alta, miembros de la comunidad educativa, capaces de ofrecer 
valoraciones conclusivas sobre la temática y hacer recomendaciones respecto a sus 
aspectos fundamentales con un máximo de competencia.  
                                                          
44ESCOBAR-PÉREZ, J. y CUERVO- MARTINEZ, A. Validez de contenido y juicio de expertos: una 
aproximación a su utilización. En Avances en Medición, 2008. P. 27-36  
45 HURTADO DE MENDOZA, Sandra. "Criterio de expertos. Su procesamiento a través del método 
DELPHY". [En internet]. Disponible en: http://www.ub.es: 2005. Consultado, mayo de 2016. 
46 OÑATE, N. y MARTINEZ, L. Utilización del método Delphy en la pronosticación: Una experiencia 
inicial Instituto de Investigaciones Económicas. Cuba: JUCEPLAN. 1990. 
 Segundo momento. Determinación del coeficiente de conocimiento de experto 
 
Para lograr el coeficiente de conocimiento o información Kc  que tiene el experto 
acerca del tema planteado se le invita a contestar en un número de diez aspectos 
referidos al tema;  el sujeto determina el nivel de conocimientos que cree poseer en 
una escala del 0 al 10. El promedio de las respuestas se multiplica por 0.1 (valor 
total de cada escala).  
 
Tercer momento: Se determina el coeficiente de argumentación Ka. Que es el que 
resulta de sumar los grados de influencia que el sujeto considera que distintas 
fuentes de argumentación han tenido, en el conocimiento acumulado por él respecto 
de un tema en particular. La ponderación de esos grados de influencia, están 
determinados por criterios relacionados con la importancia de esas fuentes, a partir 
de una tabla patrón.  
Cuarto momento: Una vez obtenido los valores del Coeficiente de 
Conocimiento (Kc) y el Coeficiente de Argumentación (Ka) se procede a obtener el 
valor del Coeficiente de Competencia (K) que finalmente es el coeficiente que 
determina en realidad qué experto se toma en consideración para trabajar en esta 
investigación. Este coeficiente (K) se calcula de la siguiente forma: K = 0,5 (Kc + 
Ka) Donde: 
K: Coeficiente de Competencia 
Kc: Coeficiente de Conocimiento 
Ka: Coeficiente de Argumentación 
Los resultados se valoran de la siguiente manera 
0,8 < K < 1,0   Coeficiente de Competencia Alto 
0,5 < K < 0,8   Coeficiente de Competencia Medio 
K < 0,5   Coeficiente de Competencia Bajo 
Basados en ello se escogieron 3 expertos, los que tuvieron el puntaje más alto. Los 
expertos N° 1, 3 y 5   
Una vez seleccionado los 3 expertos con los que se realizó el trabajo se les 
presentaron los aspectos a evaluar previamente determinados por los 
investigadores a través de una tabla de Aspectos / Rangos de Valoración. 
Los rangos de valoración utilizados fueron: 5.  Muy de acuerdo 4. De acuerdo 3. 
Indiferente 2. En desacuerdo 1. Muy en desacuerdo. Se calcula la media aritmética.    
CONCEPTO DE LOS EXPERTOS 
Luego de aplicar la propuesta en el Consultorio Jurídico de la Universidad Libre, 
realizar los talleres con los docentes, y presentar la propuesta a los expertos, donde 
se solicitaba una estimación directa sobre la viabilidad, pertinencia del trabajo 
propuesta para fortalecer el manejo de procesos de responsabilidad fiscal y 
disciplinario en el consultorio jurídico de la Universidad Libre, estas fueron sus 
conclusiones:   
EXPERTO 1: Dice que la propuesta es un valiosa material que se debe dar a 
conocer en la comunidad académica pública y privada. Por cuanto el desarrollo de 
la misma puede  conllevar a un mejor desempeño de los estudiantes en Consultorio 
Jurídico.  
Agrega que la propuesta es interesante, por cuanto logra comprometer a cada uno 
de los integrantes con el logro de objetivos grupales para que sus metas personales 
se unan con las de la institución, y el trabajo que se logre sea beneficioso para 
todos. 
EXPERTO 3: La propuesta es novedosa, está bien fundamentada y constituye un 
aporte valioso en el consultorio Jurídico de la Universidad Libre. 
“Mi concepto sobre la propuesta es que está diseñada para un mejor desempeño 
de los estudiantes en Consultorio Jurídico., posibilitará una interacción con los 
docentes. La propuesta, según mi opinión, es una iniciativa que desde que haya 
voluntad administrativa y directiva, podría ser implementada con resultados 
favorables para  la comunidad  educativa.”    
 EXPERTO 5: “Fue muy interesante analizar la propuesta y comprobar su 
ejecutabilidad en el ámbito de la práctica jurídica de los estudiantes.” 
 
Los resultados obtenidos destacan el grado de aceptación que tuvo la propuesta 
por parte de los expertos seleccionados; al someter las valoraciones de los expertos 
al procesamiento estadístico del método se obtuvo la categoría de Muy adecuado 
en la mayoría de los ítems. Lo que permite concluir que el criterio de los expertos 
corrobora la validación de la propuesta. 
 
Por lo tanto se puede inferir que dicha propuesta se encuentra en condiciones de 
ser aplicada, y de poder darle solución al problema que motivó la investigación;   
 
CRITERIO DE SELECCIÓN DE EXPERTOS EVALUADORES PARA LA 
PROPUESTA  
LISTA DE CANDIDATOS EXPERTOS 
NOMBRE ESTUDIOS CARGO DESEMPEÑO 





Docente   Docente en derecho penal. Investigador. 




Docente   Docente en derecho penal. Consultorio jurídico.  
Experto 3:  Fernando Coy Docente   Docente de consultorio Jurídico 
Experto 4:  Alejandro 
Marcelo López 
Docente    Docente, investigador en derecho 




Docente   Docente en derecho Administrativo 
 
La evaluación "0” indica que el experto que no tiene absolutamente ningún 
conocimiento; mientras que la evaluación "10" significa que el experto tiene pleno 
conocimiento de la problemática tratada.  Entre estas dos evaluaciones extremas 
hay nueve intermedias. El experto marca con una cruz en la casilla que estime 
adecuada de acuerdo a su conocimiento sobre el tema: 
 
EXPERTO 1  




en el programa de 
Derecho. 






       X   
3. Conocimiento 
sobre procesos de 
Responsabilidad 
Fiscal  














Jurídico de la 
Universidad Libre 










       X   
9. Experiencia en 
litigio  procesos de 
responsabilidad 
Disciplinaria   
       X   
10. Experiencia 




         X 
PROMEDIO 8.6 POR 0.1 =0.86 
  
EXPERTO 2 




en el programa de 
Derecho. 
      x    
2. Conocimiento 
sobre Procesos 





sobre procesos de 
Responsabilidad 
Fiscal  














Jurídico de la 
Universidad Libre 










      x    
9. Experiencia en 
litigio  procesos de 
responsabilidad 
Disciplinaria   
      x    
10. Experiencia 




         x 








en el programa de 
Derecho. 






        X  
3. Conocimiento 
sobre procesos de 
















Jurídico de la 
Universidad Libre 










       X   
9. Experiencia en 
litigio  procesos de 
responsabilidad 
Disciplinaria   
       X   
10. Experiencia 




         X 
PROMEDIO 8.8 POR 0.1 =0.88 
  
EXPERTO 4 




en el programa de 
Derecho. 






       x   
3. Conocimiento 
sobre procesos de 
Responsabilidad 
Fiscal  














Jurídico de la 
Universidad Libre 










       x   
9. Experiencia en 
litigio  procesos de 
responsabilidad 
Disciplinaria   
      x    
10. Experiencia 




       x   
PROMEDIO 7.4 POR 0.1 =0.74 
  
EXPERTO 5  




en el programa de 
Derecho. 






         x 
3. Conocimiento 
sobre procesos de 
Responsabilidad 
Fiscal  














         x 











        x  
9. Experiencia en 
litigio  procesos de 
responsabilidad 
Disciplinaria   
       x   
10. Experiencia 




         x 




El Kc: coeficiente de conocimiento o información que tiene el experto acerca del 
tema es:  
Experto Resultado 
Experto 1 0,86 
Experto 2 0,8 
Experto 3 0,88 
Experto 4 0,74 
Experto 5 0,93 
 
TABLA PATRÓN PARA HALLAR COEFICIENTE DE ARGUMENTACIÓN 
 
 Grados de influencia de c/u de las fuentes en 
su conocimiento y criterios: 
Fuentes de argumentación o fundamentación Alto Medio Bajo 
Análisis teórico sobre la temática realizado por usted 0.3 0.2  0.1  
Su experiencia obtenida 0.5  0.4  0.2  
Conocimiento sobre el tema generado por 
discusiones, intercambios académicos personales. 
0.05  0.05  0.05  
Trabajos de autores nacionales que conoce y han 
trabajado la temática 
0.05  0.05  0.05  
Participación en grupos diseñadores de programas, 
materiales e iniciativas. 
0.05  0.05  0.05  
Participación en proyectos de investigación y/o 
desarrollo de artículos o ponencias sobre el tema 
0.05  0.05  0.05  
 
Las respuestas de los expertos fueron:  
 
El coeficiente de argumentación se calcula: Ka 
𝐾𝑎 =  ∑ 𝑛𝑖 = (n1 + n2 + n3 + n4 + n5 + n6) 
 Donde: 




Alto Medio Bajo Alto Medio Bajo Alto Medio Bajo Alto Medio Bajo Alto Medio Bajo
Análisis teórico 
sobre la temática 
realizado por usted
0.3 0.2 0.1 0.3 0.2 0.1 0.3 0.2 0.1 0.3 0.2 0.1 0.3 0.2 0.1 
Su experiencia 
obtenida
0.5 0.4 0.2 0.5 0.4 0.2 0.5 0.4 0.2 0.5 0.4 0.2 0.5 0.4 0.2 
Conocimiento sobre 





0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 
Trabajos de autores 
nacionales que 
conoce y han 
trabajado la 
temática












ponencias sobre el 
tema
0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 0.05 
RESULTADO 
PONDERADO 
CÁLCULO DEL COEFICIENTE ARGUMENTATIVO Ka
EXPERTO 1 EXPERTO 3 EXPERTO 5EXPERTO 2 EXPERTO 4
0,8 0,6 0,9 0,7 1
ni : Valor correspondiente a la fuente de argumentación i  (1 hasta 6) 
Con lo cual se obtiene  
Experto 1 Ka=  (0.2 + 0.4 + 0.05 + 0.05 + 0.05 + 0.05) =0.8 
Experto 2 Ka=  (0.2 + 0.2 + 0.05 + 0.05 + 0.05 + 0.05) = 0.6 
Experto 3 Ka = (0.3 + 0.4 + 0.05 + 0.05 + 0.05 + 0.05) = 0.9 
Experto 4 Ka = (0.1 + 0.4 + 0.05 +0.05 + 0.05 + 0.05) = 0.7 
Experto 5 Ka=  (0.3 + 0.5 + 0.05 + 0.05 + 0.05 + 0.05) = 1.0 
 
CÁLCULO DE COEFICIENTE DE COMPETENCIA DE LOS EXPERTOS  
 
 VALORACIÓN FINAL DE LOS EXPERTOS  
 
Tabla 4 Criterio de expertos 
Fuente: Los autores de la investigación 





RANGOS DE VALORACIÓN 








1. Muy en 
desacuerdo 
J1 J2 J3 J1 J2 J3 J1 J2 J3 J1 J2 J3 J1 J2 J3 
1 
La propuesta 
presenta de manera 
clara el problema de 
investigación 
X X       X                   
Kc Ka K Valoración 






0,9 0,89 Alto 
Experto 4 0,74 0,7 0,72 Medio
Experto 5 0,93 1 0,965 Alto 
CÁLCULO DE COEFICIENTE DE COMPETENCIA  K              







  X   X   X                   
3 
La propuesta es 
viable y pertinente 
X   X   X                     
4 
La propuesta 
presenta una idónea 
metodología de la 
investigación 
      X   X   X               
5 
El diseño de la 
propuesta da una 
solución al problema 
planteado en 
concordancia con el 
marco teórico, los 
objetivos, la 
justificación y la 
pregunta de 
investigación 




problema y la 
solución 
X       X X                   
7 
Se evidencia el 
impacto en la 
propuesta  
      X X       X             
8 
La propuesta permite 
mejorar el 
desempeño en 
Consultorio Jurídico  
X       X X                   
9 
Evaluación general 
de la propuesta. 
      X X X                   
                 
 
 Gráfico 34. Evaluación de expertos  
Fuente: El autor de la investigación  
 
CONCLUSIONES  
La  investigación nos permite concluir que:   
 
El aporte de la presente investigación cumplió con el objetivo primordial mejorando 
de manera significativa el desempeño de los estudiantes en el Consultorio,  se 
diseña e implementa una propuesta, que busque el fortalecimiento de los 
estudiantes del consultorio jurídico de la Universidad Libre en el manejo de procesos 
de responsabilidad fiscal y disciplinaria. 
  
Pertinencia de la propuesta que busca fortalecer en los estudiantes de consultorio 
jurídico de la Universidad Libre el manejo de los procesos disciplinarios como de 
responsabilidad fiscal, mejorando de esta manera la atención en esta área del 
derecho público, situación que se evidencia al comparar el  ejercicio de diagnóstico 
y la evaluación final 
 En el mismo sentido, se logró una participación significativa de parte de todos los  
docentes invitados para el desarrollo de la propuesta, a su vez ésto logro el impacto 
esperado en todo el grupo de estudiantes.    
Frente a lo anterior se puede concluir que la propuesta es pertinente y logró 
fortalecer en los estudiantes de consultorio jurídico de la Universidad Libre el manejo 
de los procesos disciplinarios como de responsabilidad fiscal, mejorando de esta 
manera la atención en esta área del derecho público. situación que se evidencia al 
comparar el ejercicio de diagnóstico y la evaluación final 
 
La propuesta afianza las conductas, que deben seguir los estudiantes de 





 Crear espacios permanentes dentro del Consultorio Jurídico para que se 
pueda brindar una formación constante al  estudiante  en cuanto a 
capacitación en lo concerniente a procesos de carácter disciplinario o Fiscal.  
 
 Establecer convenios con diferentes instituciones para incentivar la 
participación de la Universidad en este tipo de procesos, con el fin de afianzar 
la imagen de la universidad.  
 
 Fomentar encuentros de participación interna y externa de docentes 
estudiantes que sean lugar de reflexión y debate con el propósito de mejorar 
las prácticas de consultorio Jurídico en los temas ya tratados. 
 
 Hacer un diagnóstico en otras instituciones de Educación Superior para 
determinar las necesidades particulares de cada una y de ésta manera 
adecuar y replicar la propuesta. 
  Evaluarse periódicamente, e irse adecuando y mejorando la propuesta,  de 
tal manera que se pueda replicar en los años siguientes en la institución y en 
otras instituciones, con la misma poblemática, y así se le ofrezca continuidad 
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ANEXO A     
INSTRUMENTO APLICADO A ESTUDIANTES DE CONSULTORIO JURÍDICO. 
ENCUESTA. 
 
Respetado estudiante adscrito a Consultorio Jurídico, en este cuestionario aparecen 
varias preguntas, para de elegir sobre una opción determinada. Se pretende 
conseguir información sobre su conocimiento en procesos disciplinarios y fiscales. 
Por favor, conteste a cada uno de acuerdo con las escalas que se presenta. Son 
enunciados breves y claros. Los resultados serán parte de un proyecto de 
investigación, que se realiza en la maestría en educación de la Universidad Libre. 
 
Muchas gracias por su apoyo.  




I. Conocimiento de las leyes  
1. En el consultorio jurídico se imparte conocimiento de la Ley 583 de 2000 al 
iniciar la práctica de consultorio Jurídico. 
a.       Muy de acuerdo  
b. De acuerdo 
c. Indiferente 
d. En desacuerdo 
2. El consultorio jurídico le imparte conocimiento sobre la Ley 734 de 2002. 
Código Único Disciplinario. 
a.       Muy de acuerdo  
b. De acuerdo 
c. Indiferente 
d. En desacuerdo 
3. El consultorio jurídico le imparte conocimiento sobre la ley y 610 del 2002 
por la cual se establece el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal 
de competencia de las contralorías 
a.       Muy de acuerdo  
b. De acuerdo 
c. Indiferente 
d. En desacuerdo 
II. Conocimiento de procesos  
4. El estudiante de consultorio jurídico conoce los aspectos procesales del 
proceso disciplinario 
a. Muy de acuerdo  
b. De acuerdo 
c. Indiferente 
d. En desacuerdo 
5. El estudiante de consultorio jurídico conoce los aspectos procesales del 
proceso fiscal. 
a.     Muy de acuerdo  
b. De acuerdo 
c. Indiferente 
d. En desacuerdo 
III. Actuación en procesos  
6. El estudiante de consultorio jurídico está capacitado para actuar como 
defensor público en un proceso disciplinario 
a. Muy de acuerdo  
b. De acuerdo 
c. Indiferente 
d. En desacuerdo 
7. El estudiante de consultorio jurídico está capacitado para actuar como 
defensor público en un proceso fiscal. 
a.  Muy de acuerdo  
b. De acuerdo 
c. Indiferente 
d. En desacuerdo 
8. El estudiante de Consultorio Jurídico tiene la capacidad de resolver problemas 
procesales en los procesos fiscales y disciplinarios  
a.  Muy de acuerdo  
b. De acuerdo 
c. Indiferente 
d. En desacuerdo 
9. Los resultados de los procesos fiscales y disciplinarios acompañados por los 
estudiantes del consultorio jurídico son acertados 
a. a.  Muy de acuerdo  
b. De acuerdo 
c. Indiferente 
d. En desacuerdo 
 
Los resultados de la encuesta inicial de diagnóstico arrojan que:  
 
ANEXO B TABLAS  
 
FRECUENCIA DE DATOS SEGÚN EL INSTRUMENTO 
APLICADO A LOS DOCENTES REFERENCIANDO EL 
CLIMA LABORAL DIAGNÓSTICO  
Tabla de diagnóstico el manejo de procesos de responsabilidad fiscal y disciplinario en el 
consultorio jurídico de la Universidad Libre Aplicada a estudiantes en 2016 









 5 4 3 2 1  
I. Conocimiento de 
leyes   
      
Afirmación 1 3 (15) 3 (12) 5 (15) 8 (16) 7 (7) 16,9 
Afirmación 2 2 (10) 4 (16) 4 (12) 8 (16) 8 (8) 16,12 
Afirmación 3 1 (5) 2 (8) 5 (15) 4 (8) 14 (14) 13 
II. Conocimiento 
de procesos   
      
Afirmación 4 4 (20) 3 (12) 4 (12) 7 (2) 8 (8) 14,04 
Afirmación 5 5 (25) 6 (24) 8 (24) 5 (10) 2 (2) 22,1 
III. Actuación en 
procesos  
      
Afirmación 6 4 (20) 7 (28) 3 (9) 5 (10) 7 (7) 14,56 
Afirmación 7 5 (25) 6 (24) 4 (12) 2 (4) 9 (9) 19,24 
Afirmación 8 4 (20) 6 (24) 4 (12) 3 (6) 9 (9) 18,46 




Tabla   Frecuencia de datos según el instrumento aplicado a los estudiantes referenciando 
el manejo de procesos de responsabilidad fiscal y disciplinario en el consultorio jurídico  
Fuente: El autor de la investigación 
 
FRECUENCIA DE DATOS SEGÚN EL INSTRUMENTO 
APLICADO A LOS DOCENTES REFERENCIANDO EL 
IMPACTO DE LA PROPUESTA 
Tabla de Evaluación  del impacto de la propuesta aplicada a estudiantes  2017 









 5 4 3 2 1  
I.  Conocimiento de 
leyes   
      
Afirmación 1 8 (40) 5 (20) 3 (9) 5 (10) 5 (5) 21.84 
Afirmación 2 6 (30) 5 (20) 4 (12) 7 (14) 4 (4) 20.8 
Afir4mación 3  5 (25) 7 (28) 6 (18) 5 (10) 3 (1) 21.32 
II. Conocimiento de 
procesos 
      
Afirmación 4 7 (35) 8 (32) 3 (9) 5 (10) 3 (3) 232.14 
Afirmación 5 8 (40) 11 (44) 6 (18) 1 (2) 0 (0) 27.04 
III. Actuación en 
procesos 
      
Afirmación 6  9 (45) 8 (32) 5 (15) 3 (6) 4 (4) 26.52 
Afirmación 7 9 (45) 12 (48) 3 (9) 2 (4) 0 (0) 27.56 
Afirmación 8 7 (35) 8 (32) 3 (9) 5 (10) 3 (3) 232.14 
Afirmación 9 8 (40) 11 (44) 4 (12) 2 (4) 1 (1) 26.26 
No. De encuestados 26 
 
Tabla   Frecuencia de datos según el instrumento aplicado a los estudiantes referenciando 
el manejo de procesos de responsabilidad fiscal y disciplinario en el consultorio jurídico Y 
el impacto de la propuesta 
Fuente: El autor de la investigación 
 
 
ANEXO C. ANÁLISIS GRÁFICO DEL INSTRUMENTO APLICADO 
 
GRÁFICOS PRUEBA INICIAL 
Categorías  
Categoría I. Conocimiento de las leyes  
1. En el consultorio jurídico se imparte conocimiento de la Ley 583 de 2000 al 
iniciar la práctica de consultorio Jurídico. 
 
 
Gráfico  1 Conocimiento de la Ley 583 de 2000 
Fuente: El autor de la investigación 
 
A la afirmación “En el consultorio jurídico se imparte conocimiento de la Ley 583 de 
2000 al iniciar la práctica de consultorio Jurídico.” se tiene según la encuesta que el 
conocimiento de dicha ley es bajo Por cuanto el 30.7% (8 encuestados) están en 
desacuerdo con la afirmación, y el 26.9% (7 encuestados) muy en desacuerdo. Por 
lo tanto, se evidencia una carencia en el conocimiento de la Ley 583 de 2000 al 











MUY DE ACUERDO DE ACUERDO INDIFERENTE EN DESACUERDO MUY EN
DESACUERDO
CONOCIMIENTO DE LA LEY 583 DE 2000
2. El consultorio jurídico le imparte conocimiento sobre la Ley 734 de 2002. 
Código Único Disciplinario. 
 
Gráfico  2. Conocimiento de la Ley 734 de 2002 
Fuente: El autor de la investigación 
 
Al revisar si se imparte conocimiento sobre la Ley 734 de 2002. Código Único 
Disciplinario la situación muestra que el 30.7% (8 encuestados) está en desacuerdo 
y otro 30.7% (8 encuestados) está muy en desacuerdo, dejando evidenciado que 



















MUY DE ACUERDO DE ACUERDO INDIFERENTE EN DESACUERDO MUY EN
DESACUERDO
CONOCIMIENTO DE LA LEY 734 DE 2002
3. El consultorio jurídico le imparte conocimiento sobre la ley y 610 del 2002 por 
la cual se establece el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de 
competencia de las contralorías 
 
Gráfico  3 Conocimiento de la Ley 610 de 2002 
Fuente: El autor de la investigación 
 
Se analiza esta afirmación teniendo en cuenta los conocimientos sobre la ley y 610 
del 2002 que el consultorio Jurídico le imparte a sus estudiantes, la respuesta de 
los encuestados deja evidenciar un problema de falta de información sobre el tema, 
por cuanto el 53% de los encuestados (14 personas) está en desacuerdo con la 

















MUY DE ACUERDO DE ACUERDO INDIFERENTE EN DESACUERDO MUY EN
DESACUERDO
CONOCIMIENTO DE LA LEY 610 DE 2002
Categoría II Conocimiento de procesos  
4. El estudiante de consultorio jurídico conoce los aspectos procesales del 
proceso disciplinario 
 
Gráfico  4 Conocimiento aspectos procesales del proceso disciplinario 
Fuente: El autor de la investigación 
 
Al indagar sobre el tema, se muestra como el 30.7% (8 encuestados) está muy en 
desacuerdo con la afirmación. En la afirmación “El estudiante de consultorio jurídico 
conoce los aspectos procesales del proceso disciplinario” solo el 15. 3% muestran 
un total acuerdo (4 encuestados). Ello refleja que el estudiante de consultorio jurídico 

















MUY DE ACUERDO DE ACUERDO INDIFERENTE EN DESACUERDO MUY EN
DESACUERDO
CONOCIMIENTO ASPECTOS PROCESALES 
PROCESO DISCIPLINARIO
 5. El estudiante de consultorio jurídico conoce los aspectos procesales del 
proceso fiscal. 
 
Gráfico  5 Conocimiento aspectos procesales del proceso Fiscal 
Fuente: Los autores de la investigación 
 
Cuando se indaga en los estudiantes sobre el tema, con la afirmación “El estudiante 
de consultorio jurídico conoce los aspectos procesales del proceso fiscal.” solo el 
19.2 % está de acuerdo con la afirmación (5 encuestados) y el 30.7% de los 
encuestados le es indiferente. Lo anterior muestra como hay una falencia en el tema 


















MUY DE ACUERDO DE ACUERDO INDIFERENTE EN DESACUERDO MUY EN
DESACUERDO
CONOCIMIENTO ASPECTOS PROCESALES 
PROCESO FISCAL
Categoría III. Actuación en procesos  
 
6. El estudiante de consultorio jurídico está capacitado para actuar como 
defensor público en un proceso disciplinario 
 
Gráfico  6  Capacidad para actuar como Defensor público en procesos disciplinarios 
Fuente: El autor de la investigación 
 
Al indagar sobre si se evidencia que el estudiante de consultorio jurídico está 
capacitado para actuar como defensor público en un proceso disciplinario, el 26.9% 
de los encuestados expresan estar muy en desacuerdo (7 personas), frente al solo 
15.3% (4 encuestados) que están muy de acuerdo. Ello lleva a que el investigador i 
concluya que hay poca capacitación al estudiante acerca del tema, siendo esta una 














MUY DE ACUERDO DE ACUERDO INDIFERENTE EN DESACUERDO MUY EN
DESACUERDO
CAPACIDAD PARA ACTUAR EN PROCESOS 
DISCIPLINARIOS
7. El estudiante de consultorio jurídico está capacitado para actuar como 
defensor público en un proceso fiscal. 
 
Gráfico  7 Capacidad para actuar como Defensor público en procesos fiscales 
Fuente: El autor de la investigación 
 
A la afirmación “El estudiante de consultorio jurídico está capacitado para actuar 
como defensor público en un proceso fiscal” el 34. 6% (9 encuestados) estuvo muy 
en desacuerdo y al 15,3% (4 encuestados) le es indiferente. Ello permite concluir 
que dentro del proceso fiscal la participación del estudiante de Consultorio Jurídico 






















MUY DE ACUERDO DE ACUERDO INDIFERENTE EN DESACUERDO MUY EN
DESACUERDO
CAPACIDAD PARA ACTUAR PROCESOS 
FISCALES
8. El estudiante de Consultorio Jurídico tiene la capacidad de resolver 





Gráfico 8 Capacidad para resolver problemas procesales 
Fuente: El autor de la investigación 
 
A la afirmación “8. El estudiante de Consultorio Jurídico tiene la capacidad 
de resolver problemas procesales en los procesos fiscales y disciplinario” el 
34.6% (9 encuestados) respondió muy en desacuerdo, frente al solo 15,3% 
(4 encuestados) que dicen estar de acuerdo; lo que significa que el ámbito 
procesal, los estudiantes no se encuentran preparados para manejar las 






















DE ACUERDO INDIFERENTE EN DESACUERDO MUY EN
DESACUERDO
CAPACIDAD PARA RESOLVER 
PROBLEMAS PROCESALES
9. Los resultados de los procesos fiscales y disciplinarios acompañados por los 
estudiantes del consultorio jurídico son acertados 
 
Gráfico 9 Resultados de procesos disciplinarios y fiscales en consultorio Jurídico 
Fuente: El autor de la investigación 
 
Cundo se indagó sobre si “Los resultados de los procesos fiscales y disciplinarios 
acompañados por los estudiantes del consultorio jurídico son acertados” el 34.6% 
de los encuestados (9 personas) expresaron estar en desacuerdo, frente a un 15.3% 
(4 encuestados) que expresan estar muy de acuerdo; develando un gran problema 
que influye directamente en una posible evaluación de resultados del consultorio 
jurídico. De ahí, la necesidad de realizar un proyecto que ayude a mejorar y 















MUY DE ACUERDO DE ACUERDO INDIFERENTE EN DESACUERDO MUY EN
DESACUERDO
RESULTADOS EN LOS PROCESOS
  
GRÁFICOS DEL IMPACTO DE LA PROPUESTA 
Categorías  
I. Conocimiento de las leyes  
1. En el consultorio jurídico se imparte conocimiento de la Ley 583 de 2000 al 
iniciar la práctica de consultorio Jurídico. 
 
 
Gráfico 10 Conocimiento de la Ley 583 de 2000 






















MUY DE ACUERDO DE ACUERDO INDIFERENTE EN DESACUERDO MUY EN
DESACUERDO
CONOCIMIENTO DE LA LEY 583 DE 2000
  




Gráfico 11. Conocimiento de la Ley 734 de 2002 
Fuente: El autor de la investigación 
 
Frente a las afirmaciones “En el consultorio jurídico se imparte conocimiento de la 
Ley 583 de 2000 al iniciar la práctica de consultorio Jurídico” y “El consultorio jurídico 
le imparte conocimiento sobre la Ley 734 de 2002. Código Único Disciplinario.” se 
tiene que luego de aplicar los talleres de la propuesta S el 30.7% están muy de 
acuerdo, y el 19.2% de acuerdo, contrario a los resultados en la encuesta inicial que 
el 30.7% (8 encuestados) estaban en desacuerdo con la afirmación (Ver gráfico 17). 
Los datos dejan concluir que la propuesta ha surtido efecto en cuanto al tema y ha 
generado cambios en favor del fortalecimiento del conocimiento y desempeño de 
los estudiantes en el tema de procesos fiscales y disciplinarios, en el Consultorio 
Jurídico de la Universidad Libre. En el mismo sentido ocurrió con conocimiento 
sobre la ley y 610 del 2002 por la cual se establece el trámite de los procesos de 










MUY DE ACUERDO DE ACUERDO INDIFERENTE EN DESACUERDO MUY EN
DESACUERDO
CONOCIMIENTO DE LA LEY 734 DE 2002
encuestados muestra que está de acuerdo, frente a la encuesta inicial diagnóstica 
donde solo el 15.3% lo veía de esta manera. (Ver gráfico 12)   
 
3. El consultorio jurídico le imparte conocimiento sobre la ley y 610 del 2002 por 
la cual se establece el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de 
competencia de las contralorías 
 
 
Gráfico 12 Conocimiento de la Ley 610 de 2002 
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Categoría II Conocimiento de procesos  




Gráfico 13 Conocimiento aspectos procesales del proceso disciplinario 
Fuente: El autor de la investigación 
 
Al revisar el tema sobre el conocimiento de aspectos procesales del proceso 
disciplinario, que tienen los estudiantes de Consultorio Jurídico, en el diagnóstico 
solo el 3.8% estaba muy de acuerdo y  el 53% de los encuestados  (14 personas) 
estaban en desacuerdo con la afirmación, evidenciando un que el estudiante no 
tenis un conocimiento que le permitiera actuar en este tipo de procesos; sin 
embargo, esta situación cambio favorablemente y en la encuesta posterior  el 19.2% 
mostro estar muy acuerdo, el 26,9% de acuerdo, ello lleva a pensar que la propuesta 
aportó elementos para mejorar; similar situación se presenta Conocimiento 
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Gráfico 14 Conocimiento aspectos procesales del proceso Fiscal 
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Categoría III. Actuación en procesos  
 
6. El estudiante de consultorio jurídico está capacitado para actuar como 




Gráfico 15 Capacidad para actuar como Defensor público en procesos disciplinarios 
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7. El estudiante de consultorio jurídico está capacitado para actuar como 




Gráfico 16 Capacidad para actuar como Defensor público en procesos fiscales 
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 8. El estudiante de Consultorio Jurídico tiene la capacidad de resolver 




Gráfico 17 Capacidad para resolver problemas procesales 
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 9. Los resultados de los procesos fiscales y disciplinarios acompañados por los 




Gráfico 18 Resultados de procesos disciplinarios y fiscales en consultorio Jurídico 
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ANEXO C GRÁFICO DE VARIACIÓN – IMPÁCTO DE LA PROPUESTA  
 
 
Gráfico  19  Impacto de la propuesta – Variación 
Fuente: Los autores de la investigación 
 
Este gráfico presenta la variación aplicando la fórmula de variación estadística. La 
variación porcentual representa la diferencia entre un valor pasado y uno presente 
en términos de un porcentaje del valor pasado. Generalmente se puede calcular la 
variación porcentual con la fórmula. 
 
Para el análisis estadístico de ésta investigación se aplicó la fórmula directa en 
variación para ver el grado porcentual de mejora después de la aplicación de la 
propuesta que es: ((V2-V1)/V1) × 100 en la que V1 representa el valor pasado o inicial 








Así: Se le valor de 5 al muy de acuerdo hasta 1 al muy en desacuerdo, se multiplica 
el número de datos de personas que contestaron el ítem ejemplo:  
A un ítem: 3 personas contestaron muy de acuerdo (3 por 5 igual 15). 3 de acuerdo 
(3 por 4 igual 12). 5 indiferente (5 por 3 igual 15) 8 en desacuerdo (8 por 2 igual 16). 
7 muy en desacuerdo (7 por 1 igual 7), se suman los totales, es decir: 15 
+12+15+16+7 Igual 65. Que se multiplica por 26 (número de encuestados. Igual 
1690 y se divide en 100 igual 16.9 que representa la media de cada pegunta.  
Cuando se tiene la media inicial y la final se aplica la fórmula de variación ((V2-
V1)/V1) × 100 en la que V1 representa el valor pasado o inicial y V2 representa el 
valor presente o final.  
El análisis que permite hacer el gráfico es que la variación fe positiva, en el sentido 
que la propuesta alcanzó un impacto aceptable en su propósito de fortalecer a los 
de los estudiantes de consultorio jurídico de la Universidad Libre en el manejo de 
procesos de responsabilidad fiscal y disciplinaria, toda vez, que al aplicar una 
encuesta inicial diagnóstica y una final con las mismas categorías, se evidencia el 
resultado positivo. 
 
